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Existe un  choque de valores entre la tendencia inquisitiva del proceso disciplinario 
por no diferenciar entre funcionarios competentes a la hora de adelantar la 
indagación, la investigación y el juicio, atribuyendo la competencia al mismo 
funcionario lo cual, se podría ver como un problema ante la necesidad de la 
imparcialidad de los agentes juzgadores, frente a la investigación que, en 
comparación con otros sistemas de tipo sancionatorio como el sistema penal 
acusatorio, hace una clara diferenciación de agentes competentes de 
conocimiento en las etapas. 
En este punto deja una duda respeto a la legalidad del código, debido a que si 
bien todo estatuto debe tener unas garantías desarrolladas para permitir un orden 
justo hay crítica respeto a la falta de aplicación del principio de imparcialidad en la 





There is a clash of values between the inquisitive trend of the disciplinary process 
by not differentiating between relevant officials when forward the inquiry, 
investigation and trial , attributing the competition at the same officer which , could 
be seen as a problem given the need the impartiality of the judges agents, against 
research that compared with other systems such as sanctioning the accusatory 
system makes a clear differentiation of competent agents of knowledge in stages . 
At this point it leaves a doubt respect for legality of the code, because although 
every statute must have some guarantees developed to enable a just order no 
critical respect for the failure to apply the principle of fairness in competition to 



















Dada la relevancia que el Derecho Disciplinario a venido tomando en Colombia, en 
donde es muy común las noticias que generan las sanciones disciplinarias y 
fiscales impuestas a los servidores públicos por casos de corrupción o por fallas 
en el deber funcional, todo dentro del marco del deber de sujeción especial que 
ostentan los sujetos disciplinables impuesta por la legislación colombiana, se ha 
puesto en entre dicho si el proceso disciplinario realmente se ajusta al Estado 
social de Derecho adoptado en la Constitución Política de Colombia y al derecho 
internacional de los Derechos humanos, permitiendo que se respeten las garantías 
constitucionales a los procesados, incluso, se hace cuestionable la existencia de 
un derecho sancionador paralelo al derecho penal y al proceso fiscal sin afectar el 
non bis in idem de los procesados. 
 
Es por esto que la presente investigación busca determinar si esos procesos 
disciplinarios y fiscales con tendencia inquisitiva (proceso ordinario y verbal) 
establecidos en la Ley 734 de 2002 Código Único Disciplinario y modificados por 
la Ley 1474 de 2011 Estatuto Anticorrupción, son ampliamente legales, es decir, 
garantizan el debido proceso establecido en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos adoptados en la Constitución Política de 1991. 
 
Por lo tanto, se realizará un estudio dentro del marco del respeto del debido 
proceso (Artículo 29 C.P.C)  de las instituciones procesales de tendencia 
inquisitiva que hacen parte del Derecho Disciplinario en Colombia, tales como el 
derecho de los procesados a una doble instancia, la oralidad, el juez natural e 
imparcial, la actividad probatoria y demás características de este sistema. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que la tendencia a nivel mundial, incluso en 
Colombia, es la implementación de sistemas acusatorios en todos los procesos 
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judiciales, ya que la experiencia actual apunta a que son más garantistas este tipo 
de procedimientos, permitiendo un proceso más justo y legal a las partes. 
 
En derecho disciplinario y fiscal han retomado una vigencia y se han convertido en 
un tema actual gracias al caso del exalcalde de Bogotá Gustavo Petro, caso que 
puso en evidencia el poder que presuntamente tiene el Procurador General de la 
Nación, así como el alcance y la afectación jurídico-social que puede tener una 
sanción disciplinaria, ya que, como en este caso, no solo afecta al sujeto 
disciplinable, sino también a toda una comunidad, pues la Constitución Política de 
Colombia faculta a la Procuraduría a sancionar e inhabilitar incluso a servidores 
públicos elegidos por voto popular. De esta manera al parecer afecta los derechos 
fundamentales de los votantes, creando un ambiente de aparente injusticia por 
parte del Estado. 
 
La Constitución y la Ley en Colombia le ha otorgado un alcance bastante amplio al 
Derecho Disciplinario, ya que no solo hace sujeto disciplinable a los servidores 
públicos (incluso los elegidos por voto popular) sino también a los particulares que 
cumplen funciones públicas; así mismo, la afectación de derechos que puede 
imponer una sanción disciplinaria es de ámbito considerable, pues en el mayor de 
los casos puede sancionar e inhabilitar hasta por 20 años a una persona para 
ejercer funciones públicas o contratar con el Estado. Dado éste alcance y 
afectación que puede producir una sanción disciplinaria a una persona, requiere 
de un mayor cuidado, rigidez procesal y de respeto de las garantías 
constitucionales. 
 
Sin embargo, los últimos fallos disciplinarios de mayor relevancia, evidencian que 
al parecer esas garantías constitucionales no se encuentran reglamentadas en el 
proceso disciplinario y esto es debido a la tendencia inquisitiva de nuestro Código 
Único Disciplinario, ya que fue elaborado a la luz de la Ley 600 de 2000 Código de 
Procedimiento Penal que tenía una tendencia inquisitiva claramente marcada, es 
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tan así que los artículos 6 y 130 del C.U.D. impone que los vacíos legales y el 
recaudo probatorio debe realizarse con base en lo establecido en éste. 
 
Por ende, la misma estructura de tendencia inquisitiva del proceso disciplinario 
actual impide que se establezcan instituciones procesales de otra tendencia de 
mayor garantía procesal. Situación que ha sido demostrada a lo largo de la 
historia, ya que en la mayoría de los países este sistema está obsoleta por sus 
pocas garantías de los derecho humanos de los procesados. 
 
En concordancia con lo anterior se plantea un problema de investigación por 
cuanto existe un choque de valores entre la tendencia inquisitiva del proceso 
disciplinario por no diferenciar entre funcionarios competentes a la hora de 
adelantar la indagación, la investigación y el juicio, atribuyendo la competencia al 
mismo funcionario lo cual, se podría ver como un problema ante la necesidad de la 
imparcialidad de los agentes juzgadores, frente a la investigación que, en 
comparación con otros sistemas de tipo sancionatorio como el sistema penal 
acusatorio, hace una clara diferenciación de agentes competentes de 
conocimiento en las etapas. 
 
En este punto deja una duda respeto a la legalidad del código, debido a que si 
bien todo estatuto debe tener unas garantías desarrolladas para permitir un orden 
justo hay crítica respeto a la falta de aplicación del principio de imparcialidad en la 
competencia para investigar y juzgar. La pregunta de investigación se plantea en 
los siguientes términos: ¿La estructura del proceso disciplinario implementado 
mediante la Ley 734 de 2002 Código Único Disciplinario, es ampliamente legal en 




Para desarrollar esta investigación se plantea como objetivo general: Establecer si 
la estructura del proceso disciplinario implementado mediante la Ley 734 de 2002 
Código Único Disciplinario, es ampliamente legal en cuanto al respeto al debido 
proceso de los diferentes sujetos disciplinables. 
 
La investigación se apoya en los siguientes objetivos específicos:  
 Analizar el marco legal del debido proceso en el derecho público para 
justificar el área jurídica en que se encauza la investigación. 
 
 Argumentar desde la lógica jurídica la posible solución al problema de los 
elementos del proceso disciplinario que tiene tendencia inquisitiva. 
 
 Hallar mediante la valoración crítica una adecuación interpretativa a partir 
de lo dogmático; del Código Único Disciplinario para que se acople al 
artículo 29 Constitucional. 
 
 
El método de investigación es el deductivo porque parte de teorías 
preestablecidas. Como tipo de investigación se determinó el de carácter 
descriptivo y explicativo 
 
El método hermenéutico como método de interpretación de textos legales, o de la 
legislación positiva en su conjunto, el método deductivo como procedimiento o 
camino que se sigue en sus diferentes pasos: observación del fenómeno a 
estudiar, creación de una hipótesis para explicar dicho fenómeno, deducción de 
consecuencias o proposiciones más elementales que la propia hipótesis, y 
verificación o comprobación de la verdad de los enunciados deducidos 
comparándolos con la experiencia. De esta manera, se logrará combinar la 
reflexión racional o momento racional (la formación de hipótesis y la deducción) 
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con la observación de la realidad o momento empírico (la observación y la 
verificación).  
 
El instrumento de recolección de la información seleccionado son  los informes y 
los estudios acerca del presente tema que reflejan la situación y el problema así 
como el comportamiento de este  también, la observación científica como 
elemento para hacer un diagnóstico. 
Se hizo una triangulación para la corroboración o validación de los resultados 
como demostración de la hipótesis. Para ello  fue necesario hacer un contraste 
entre las normas, los resultados del análisis documental y de las fuentes de 
derecho ya que, son elementos puntuales que permiten hacer una validación 
precisa sin sesgos de los resultados para una posible solución. 
 
La presente investigación busca definir si los criterios de legalidad del proceso 
disciplinario en Colombia (V2= hechos), adoptado mediante la Ley 734 de 2002 
Código Único Disciplinario (V3= Objeto de estudio) se ajusta a los principios 
establecidos en el derecho fundamental al debido proceso (V1= Constitución 
Política de Colombia, Artículo 29 Derecho al Debido Proceso) que tienen todos los 






La hipótesis planteada referencia que no se tienen  criterios de legalidad en el 
proceso disciplinario colombiano, establecidos en Ley 734 de 2002 Código Único 
Disciplinario,  y sólo si se ajustan el proceso de  Responsabilidad Fiscal, como el 
Proceso Disciplinario, a lo contenido en el artículo 29 constitucional, de tendrán 
criterios de legalidad. 
 
El tema de esta monografía es pertinente por ser un tema actual y de importancia 
en el mundo de derecho, toda vez, que se aborda un asunto de constante 
discusión en el ámbito jurídico, doctrinario y académico. Se quiere responder a  los 
múltiples planteamientos y posturas que de alguna forma están afectando el 
desarrollo eficiente  en la impartición de  justicia. Este  documento se desarrolló en 







CAPÍTULO 1 REFERENTES TEÓRICOS, CONCEPTUALES Y JURÍDICOS  
 
1.1 POSTULADOS TEÓRICOS  
 
1.1.1 Postulados teóricos en materia de debido proceso 
 
Para Carlos Adolfo Prieto Monroy, el debido proceso es: “un Precepto de orden 
constitucional, en tanto marca el derrotero de un ejercicio de la Jurisdicción 
adecuada al fin del Estado encarnado en la justicia como bien común. Por esto, es 
menester detenernos en el concepto del debido proceso como tal. Debido, en una 
primera acepción, es lo que se debe, lo que un sujeto debe a otro, en términos de 
prestación. Así pues, debido es lo que es adecuado para hacer algo, y, como 
adecuado es lo conforme con un principio, debido es el proceder conforme con 
uno o unos principios.”1 
 
Para la corte Interamericana De Derechos Humanos citada por Graciela Ruocco 
“conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a 
efecto de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier (…) acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, 
cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso 
legal”2   
                                            
1PRIETO MONROY, Carlos Adolfo. El proceso y el debido proceso. En: VNIVERSITAS. p. 811-823 
2 CIDH - Opinión Consultiva OC-18 – párrafo 123 citada por: Gruocco Graciela. El principio del 
"debido proceso" en el procedimiento disciplinario, con énfasis en la prueba. En: SEMINARIO 




En síntesis, el debido proceso es un derecho fundamental consagrado a nivel 
constitucional cuyo objetivo una impartición de justicia de forma adecuada 
respetando unos derechos mínimos y unas garantías de forma que haya justicia. 
El debido proceso es una directriz que el estado establece para que se protejan 
derechos fundamentales en el desarrollo de procesos judiciales además es un 
precepto que existe en pro del bien común. 
 
1.1.2 Postulados teóricos en materia de proceso disciplinario colombiano 
 
El fin del derecho disciplinario, en el garantizar que la función pública se haga la 
efectiva a través de sus funcionarios públicos, garantizando que principios y fines 
del Estado se cumplan tal y como están señalados en la Constitución y la Ley.  
 
Para R. Flores: “El Procedimiento Disciplinario es una garantía fundamental en el 
Estado de Derecho. Se materializa en una serie de actos y tareas que tienden a 
determinar la existencia de faltas de servicio e incumplimientos de parte de los 
funcionarios públicos. También obra, como se dijo, como una garantía 
fundamental para que los empleados estatales no sean perseguidos con 
arbitrariedad por los jefes”3. 
 
En síntesis, el proceso disciplinario es un conjunto de pasos ante una autoridad 
judicial o jurisdiccional que se encarga del juzgamiento de quienes se presume 
han cometido una falta disciplinaria consagrada en la norma, por lo que es una 
garantía del estado en la creación de mecanismos que permiten que los 
funcionarios respondan por el no cumplimiento de sus deberes y obligaciones en 
el marco de la sujeción especial a la que están sujetos, todo dentro del amparo del 
respeto al debido proceso a fin de que se impida la arbitrariedad del Estado. 
                                            
3 3BARRETO R. José Vicente. Constitución Política De Colombia, artículo 29. Trigésima primera 
ed. Bogotá D.C. Colombia: Legis, 2014. ISBN 97895876709431  
3Ibidem 




1.1.3 Postulados teóricos sobre la tendencia inquisitiva del proceso 
disciplinario 
 
Desde la perspectiva de los tratadistas Carlos Arturo Gómez Pavajeau y Esiquio 
Manuel Sánchez Herrera, el proceso inquisitivo tiene a diferencia del proceso 
acusatorio tres aspectos importantes que son: la intervención del juez como parte 
y la separación de las funciones de juzgamiento e investigación, en concordancia 
se colige que el proceso disciplinario es de clara tendencia inquisitiva por lo 
siguiente:  
No hay diferencia entre las funciones de juzgamiento e investigación,  ya que “es 
el mismo funcionario que adelanta todo el proceso desde que recibe la noticia 
criminis hasta que concluye con la decisión definitiva”4. Por otra parte, el operador 
disciplinario se contamina o parcializa desde un principio, pues intervine en todo el 
proceso probatorio, desde el decreto de las pruebas, hasta la valoración definitiva 
para argumentar el pliego de cargos.  
 
Es así como en la práctica en Colombia se ha venido introduciendo de manera 
gradual la tendencia acusatoria en los procesos sancionatorios, ya que este 
sistema tiene características que permiten la implementación adecuada del 
derecho al debido proceso. Los modelos acusatorios permiten la modalidad de ser 
orales, escritos o mixtos. En la actualidad en Colombia toma tendencia los 
procesos acusatorios orales, tal es el caso del Proceso Penal adoptado mediante 
la Ley 906 de 2004. 
 
Igualmente, Colombia viene haciendo tránsito a estos sistemas acusatorios, se ha 
venido implementando la oralidad en todos los procesos judiciales que respeta las 
                                            
4 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo y SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Lecciones De 
Derecho Disciplinario   Volumen IV. primera ed. Bogotá D.C., Colombia: Imprenta Nacional de 
Colombia, 2007. ISBN ISBN 978-958-8295-57-2 
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instituciones procesales creadas para respetar los postulados del derecho al 
Debido Proceso. Aunque se el legislador Colombiano ha tomado como ejemplo los 
casos de Chile, Argentina y México, en los cuales el proceso con tendencia mixta 
o acusatoria oral es la tendencia en Latinoamérica. 
 
El Código Disciplinario Único se instituyó con la finalidad de lograr la instauración 
de un procedimiento sancionatorio organizado en un estatuto que establezca las 
normas procesales para llevar a cabo el procedimiento de investigación y 
juzgamiento de quienes cometen faltas disciplinarias tipificadas en la misma por lo 
tanto, se desarrolla bajo unos principios básicos para garantizar que estos se 
desarrollen de manera óptima y justa.  
 
La normatividad establece la potestad al estado a través de sus entidades para 
ejercer la junción sancionadora así como plasma los derechos de los investigados 
y juzgados en el procedimiento de modo que se cumpla como unos criterios de 
legalidad, proporcionalidad, derechos de defensa, derecho a recurrir etc. 
Permitiendo así unas garantías a los agentes disciplinables. 
 
 
1.2  PROCESO DISCIPLINARIO EN DERECHO COMPARADO. 
 
La tendencia a nivel mundial es la abolición de sistemas de carácter inquisitivo ya 
que ofrece instituciones procesales que no garantizan el respeto del derecho al 
debido proceso de los sujetos procesales además, a nivel interamericano se ha 
notado que el desarrollo de las legislaciones disciplinaria en atención a un proceso 
justo es completa al abarcar principios y garantías para los sujetos disciplinables 




En España encontramos que el Derecho Disciplinario hace parte del proceso 
administrativo establecido taxativamente para determinados sujetos disciplinables, 
es decir, no se hace de manera general a los servidores públicos. La etapa de 
instrucción es adelantada por una entidad y la de juzgamiento e imposición de 
sanción por un cuerpo colegiado. 
 
En argentina el derecho disciplinario cuenta con los principios elementales del 
derecho disciplinario que se manejan en Colombia y puede verse en las 
legislaciones disciplinarias de varios países de Latinoamérica también, se entiende 
desde los fines deontológicos de la norma que, el derecho sancionatorio de los 
servidores públicos existe para lograr los fines del estado, de ese modo los 
principios en su aplicación han permitido la prevención de actos como el exceso 
de punición por parte del agente sancionador así como la extensión de la acción 
disciplinaria al particulares que ya no reviste la calidad de servidor público en el 
entendido de que, se tiene en cuenta el momento en que se comete la acción 
donde se tenía dicha calidad. 
 
En México los tribunales administrativos han desarrollado en las últimas décadas  
un avance mayor en materia de control de juridicidad amplio por parte de los 
jueces, lo cual permite colocarse como un ejemplo internacional en materia de 
aplicación de la imparcialidad y acceso a la administración de justicia con 
garantías por  
 
En Costa Rica el derecho disciplinario a hoy día  se desarrolla con base en unos  
principios mínimos,  en pro de establecer un régimen disciplinario que propenda 
por la justicia material y sustancial los cuales son, el principios non bis in ídem, el 
principios de tipicidad, legalidad, irretroactividad y en principio el derecho al debido 
proceso en el cual, el precedente judicial de dicho país se ha dejado en claro que,  
para un debido procedimiento deben protegerse unos derechos como: ´´el derecho 
a la notificación al interesado de los características y fines del proceso, el derecho 
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a ser oído y a tener la oportunidad de dar argumentos y solicitar pruebas, el 
derecho a la defensa y a la asistencia jurídica así como defensa por parte de un 
abogado, a presentar alegatos y al derecho a recurrir cuando lo requiera, esto 
aplicado a todas las actuaciones de índole administrativo5´´ 
 
Como quiera que el proceso disciplinario se encuentra reglamentado para ser 
aplicado por todas las entidades que cumplan funciones públicas en el país, a 
través de la Procuraduría General de la Nación, Personerías Municipales y oficina 
de Control Interno Disciplinario establecidas en cada entidad, no se puede hablar 
de tendencias especiales por zonas, departamentos o regiones. 
 
Sin embargo, si se puede ver que el Estado Colombiano busca crear e 
implementar procesos judiciales con tendencia Acusatoria, ha venido mudando la 
tendencia inquisitiva al encontrar que contiene múltiples cuestionamientos que o 
se ajustaba a la Constitución y a la Ley. Esto es evidente el Nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo, El Código de Procedimiento Civil, el Código de 
Procedimiento Penal y el Laboral, todos incluyen como base fundamental la 
oralidad, controles de legalidad previos, posteriores y concomitantes de las 
actuaciones de los jueces y en general, buscan nivelar las cargas procesales a 
todos los sujetos. 
 
Los autores consultados y sus investigaciones fueron: Guzmán Rincón, Andrés 
Mauricio (2013)  Globalización y Reforma del Poder Judicial: Los Organismos 
Internacionales y Las Luchas por la Administración de Justicia En Colombia. 
Michael Cruz Rodríguez y su investigación titulada ´´ Las Relaciones Entre El 
Poder Judicial Y La Clase Política Institucionalizada´´. Segundo se tiene a José 
German Burgos Silva y su investigación ´´ La Administración De Justicia En La 
Constitución De 1991: Elementos Para Un Balance´´. Luego se consultó a Tania 
                                            
5OBANDO LEÓN Francisco J. El Derecho Administrativo Sancionador y su proyección en el 
Ordenamiento Jurídico costarricense. En línea: http://colegiodederechodisciplinario.com/fol.html 
(citado el 06 de diciembre de 2015). 
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María Camila Luna Blanco y su investigación ´´El Derecho Humano A La 
Independencia Judicial En El Sistema Interamericano De Derechos Humanos: Un 
Análisis Del Caso Colombiano Durante El Periodo 2006- 2009´´. Siguiente se 
consultó a la Universidad Libre en sus investigaciones sobre el ´´Análisis 
Constitucional Del Debido Proceso En La Ley Disciplinaria´´ y el trabajo titulado 
“Garantía Al Debido Proceso En Asuntos Disciplinarios” 
 
Para este estudio definiremos el debido proceso de acuerdo al concepto del 
Doctor Jose Rory Forero Salcedo  como ´´Límite Y Control Ante La Extralimitación 
En El Ejercicio El A Función Disciplinaria En Cuanto Garantías Constitucionales 
En El Ámbito Disciplinario, Que Emergen De La Tensión Constitucional 
Permanente A Que Se Enfrentan Los Operadores Jurídicos´´ de este modo, se 
ponen límites a la potestad sancionadora del estado el cual debe observar un 
proceso en el respeto de la dignidad humana como un valor supra legal. 
 
De acuerdo al concepto de Graciela Roucco: ´´El ejercicio efectivo del debido 
proceso es una regla de justicia y También de buena administración, en la medida 
que implica y asegura un más acabado conocimiento y valoración de los hechos 
sobre los cuales se ha de resolver, por lo tanto una más objetiva y mejor decisión. 
Un procedimiento leal y justo en que se respete integralmente el derecho de los 
individuos y grupos, a ser oídos y a producir prueba así como controlar la de la 
Administración, coadyuva a la eficacia política y a la legitimidad del ejercicio del 
poder ´´. 
 
1.2.1 Elementos De Continuidad, Superación y Ruptura  
 
1.2.1.1 Elementos De Continuidad 
 
En las investigaciones se tiene clara la necesidad de la consagración de un 
proceso disciplinario que acorde al artículo 29 de la constitución política garantice 
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un debido procedimiento que respete garantías como la de la defensa, el acceso 
al a justicia, la favorabilidad legal y la igualdad de armas en materia probatoria ya 
que un debido proceso administrativo frena la potestad arbitraria de la 
administración pública en la sanción de conductas tipificadas en la norma 
disciplinaria  
 
1.2.1.2 Elementos De Superación 
 
Las presentes investigaciones tienen una base en que difieren y es respecto a la 
libertad de configuración legislativa en la consagración del proceso disciplinario ya 
que, por una parte se concluye en que deben haber límites a este poder teniendo 
en cuenta aspectos claves para un debido proceso disciplinario desde la defensa 
técnica lo cual podría vulnerar la Constitución en atención a la jurisprudencia 
constitucional la cual establece que la libertad de configuración pueda frenarse si 
vulnera elementos constitucionales.  
 
1.2.1.3  Elementos De Ruptura 
 
En materia probatoria hay un aspecto que es de sumo cuidado de acuerdo al 
investigación de Graciela Roucco  en el sentido de que al haber un juez que no es 
tan imparcial ya que es el mismo desde la etapa de investigación hasta el juicio, el 
derecho de defensa y de probar debe ser más proteccionista en un régimen 






1.3  DESARROLLO CONSTITUCIONAL, LEGAL DEL CONTROL Y LOS 
PROCESOS DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y DISCIPLINARIO EN 
COLOMBIA 
 
El fundamento constitucional del debido procedimiento y la responsabilidad 
disciplinaria de los servidores públicos en Colombia, encuentra su fundamento en 
la Constitución Política de 1991en los artículos 29 y 6 de la misma, prescribiendo 
la norma constitucional en el primer artículo mencionado que ´´El debido proceso 
se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”6. Además de 
eso “nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio”7.  
 
Por eso, el debido procedimiento debe ser observado en todas las actuaciones 
judiciales y administrativas en procura de lograr la justicia material y la protección 
del derecho sustancial tendiendo como elemento imperante los derechos 
fundamentales. 
 
El artículo 6 de la Carta Política establece el fundamento clave de la 
responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos al plasmar que ´´los 
particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución 
y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones8´´. De acuerdo a este artículo se 
funda la necesidad de la importancia de instaurar un régimen disciplinario 
mediante el cual, por medio de un debido proceso, se juzguen las faltas cometidas 
por los servidores públicos. 
 
                                            
6BARRETO R. José Vicente. Constitución Política De Colombia, artículo 29, Pág. 14,  TRIGESIMA 
PRIMERA ed. BOGOTA D.C. COLOMBIA: LEGIS, 2014. ISBN 97895876709431  
7Ibidem 
8Ibídem  artículo 6, Pág 9. 
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Fuera de estos referentes normativos de la carta, se entiende que un régimen 
disciplinario nace también para procurar una actuación transparente y acorde con 
los valores de la carta política a fin de que, se puedan cumplir los fines del estado 
social de derecho siendo los funcionarios quienes, representan al estado y con el 
instrumento para el logro de dichos fines plasmados en el artículo 2 de la 
constitución. 
 
El régimen disciplinario vigente es el Código Disciplinario Único - Ley 734 de 2002 
en el cual se tipifican las faltas sancionables de acuerdo a unas categorías, en 
´´faltas graves, gravísimas y leves´´9 así como, las sanciones aplicables de 
acuerdo a cada una de las faltas descritas10. Con la entrada en vigencia de la Ley 
1474 de 2011 Estatuto Anticorrupción, introdujo nuevas faltas disciplinarias; amplió 
los sujetos disciplinables y modificó el proceso verbal haciéndolo más complejo y 
riguroso. 
 
En principio la titularidad de la acción disciplinaria es del Estado, el cual la ejerce 
de forma preferente por la Procuraduría General De La Nación, quien en ejercicio 
del poder preferente otorgado por la Constitución Política, puede asumir cualquier 
investigación que cursa en las oficinas de control disciplinario de las entidades 
públicas o en la Personerías  
 
En materia probatoria, el proceso disciplinario debe regirse conforme a Código de 
Procedimiento Penal Ley 600 de 2000, en concordancia con su estructura de 
tendencia inquisitiva. De antemano el legislador estableció la incompatibilidad del 
proceso disciplinario con el nuevo Procedimiento Penal reglamentado en la Ley 
906 de 2005, que es de acusatorio con tendencia a la oralidad. 
 
                                            
9Congreso de la Republica. Ley 734 De 2002. Décimo Octava ed., Art 42, Pág 151, Bogotá D.C., 
Leyer, 2014. ISBN 9789587691382 
10Ibídem, Pág 15, Art 46. 
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La estructura del proceso disciplinario tiene una estructura similar a la del 
procedimiento penal teniendo como etapas la indagación preliminar, la 
investigación la cual se evalúa y por último, los descargos pruebas y fallo. Se 
contempla la segunda instancia a la cual se accede en principio por los recursos 
de apelación y queja por parte del juzgado. 
 
 1.3.1 La constitución de 1991. 
 
La Constitución Política de 1991, diseña la nueva dimensión del control 
reestructurando y reorientando el aparato y la función controladora dándole un 
cuerpo democrático, pasando el control numérico legal a un segundo plano, dando 
la prioridad a control de eficiencia y de resultado. 
 
La Constitución de 1991, estableció la función fiscalizadora  en los siguientes 
términos: 
 
Control Posterior y Selectivo, para optimizar el recurso y fortalecer la economía 
estatal, verificando el cumplimiento del plan estratégico y de las metas propuestas 
en concordancia con el Presupuesto Nacional y el Plan Nacional de Desarrollo. 
 
Con la Constitución de 1991, el control fiscal constitucionalmente da un giro total a 
la forma como se debe llevar el control fiscal en nuestro país.  
 
En primer lugar, se elimina el control numérico legal y se da paso al posterior y 
selectivo (Art. 267 C.P.) es decir, que no se realice sobre todos y cada uno de los 
recursos, actividades o cuentas sino sobre una muestra técnicamente elaborada, a 
partir de la cual se pueda deducir conclusiones precisas sobre el universo 
respectivo, sugiriendo y adoptando los correctivos a que hubiere lugar, 
fundamentado en la eficiencia, la economía, la eficacia y la valoración de los 
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costos ambientales.  Se concibe a la Contraloría como una entidad técnica con 
autonomía presupuestal y administrativa. 
 
La Asamblea Nacional Constituyente, avocó como uno de sus temas 
fundamentales el del control fiscal,  la necesidad de tecnificarlo y la imperiosa 
tarea de liberar a las Contralorías del clientelismo y la politización, vocablos estos 
últimos empleados con alguna frecuencia en el curso de las deliberaciones 
correspondientes a la comisión V que fue la encargada de estudiar en general los 
asuntos económicos, sociales y ambientales.  
 
A través de la Ley 42 de 1993, se establecen los procedimientos, sistemas y 
principios para el ejercicio de la vigilancia fiscal y se reglamenta el proceso de 
responsabilidad fiscal, el cual debe ser adelantado en dos etapas: investigación y 
juicio. 
 
La ley 42 de 1993 da a las Contralorías la función de vigilar el Estado a través de 
la implementación de controles financieros, de legalidad, de gestión, de resultados 
y la evaluación de los sistemas de control interno así como el diseño y 
organización de sistemas de evaluación de gestión y resultados de la 
administración pública. 
La misma Constitución en su artículo 267 eliminó el ejercicio del control previo por 
parte de las Contralorías, reemplazándolo por un control posterior y selectivo cuya 
finalidad es vigilar y evaluar la gestión fiscal del estado y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes de la nación. 
 
En 1993 se produce todo el desarrollo normativo general de estas disposiciones 
constitucionales, a través de las leyes 87, 2 y 80, mediante las cuales, se dota a 
los organismos y entidades del Estado de lineamientos claros sobre la 
implementación y desarrollo del sistema de Control internos, al mismo tiempo que 
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se genera un mecanismo para evaluar la calidad, el nivel de confianza, la eficacia 
y la eficiencia del Sistema de Control Interno del Estado. 
 
En 1994, con el decreto 1826 y la Directiva Presidencial 02, “se concretan 
acciones por el Presidente de la República, como máxima autoridad administrativa 
para posibilitar la implementación de los Sistemas de Control Interno en las 
entidades y organismos del orden nacional mediante la creación de las Oficinas de 
Control Interno en la estructura de Ministerios y Departamentos Administrativos, 
adscritas al Despacho del respectivo Ministro o Director de Departamento 
Administrativo y dando las bases para la organización de Comités de coordinación 
de Control Interno como instancia de retroalimentación al interior de cada entidad 
del Estado, así como mediante la fijación de directrices para el desarrollo de la 
función de control interno en todas las entidades de la rama ejecutiva del orden 
nacional.”11 
 
En 1995, como estrategia de la Política Estatal de Lucha Contra la Corrupción, se 
articula el control social, ejercido a través de las quejas y reclamos de los usuarios 
de la Administración con el control interno, al asignarle, a las Oficinas de Control 
Interno el deber de vigilar la adecuada atención a las solicitudes de los 
ciudadanos. 
“En 1996, mediante el Decreto 280, se generan mecanismos articuladores del 
control en todas las entidades del Estado e impulsores de la implementación de 
los sistemas de control interno en las mismas, mediante la creación del Consejo 
Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno para las entidades del 
Orden Nacional y territorial, presidido por el Director del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República y la formalización del Comité 
Interinstitucional de Control Interno, integrado por los jefes de oficina de control 
interno de la mayoría de organismos y entidades del orden nacional y 
                                            
11 QUINTERO JIMENEZ, Maritza del Socorro. Proceso de Responsabilidad Fiscal. Imprenta 
Nacional. Primera Edición. 2001. Bogotá D. C. 
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representantes del orden territorial, como instancia para intercambiar y compartir 
experiencias en materia de control interno por parte de los mencionados jefes de 
oficina de Control Interno.”12 
 
En 1997 se redefinen los elementos específicos del Sistema, en armonía con los 
elementos generales contemplados en la Ley 87 de 1993.  Igualmente, en este 
año, mediante el decreto 2070, se asigna la Presidencia del Consejo Asesor al 
Director del Departamento administrativo de la función Pública y se adicionan los 
miembros del consejo Asesor con el Contador General y el Jefe de la Oficina de 
Control interno del mismo Departamento Administrativo. 
 
En 1998, con la expedición de la Ley 489, Estatuto Básico de la Administración 
Pública, se crea el Sistema Nacional de Control Interno como instancia de 
articulación del sistema en todo el Estado, bajo la dirección y coordinación del 
Presidente de la República, como máxima autoridad administrativa. 
 
En 1999, con el Decreto Reglamentario 2145, se consolida el papel de las 
diferentes instancias en materia de control interno dentro del Sistema Nacional, se 
establece por primera vez la obligación para todas las entidades del Estado de 
presentar al Consejo Asesor un informe anual sobre el avance del sistema de 
control interno institucional; se hace claridad sobre el papel de esta Oficina en 
cada uno de los procesos fundamentales de la administración y se fortalece aún 
más el Consejo Asesor como organismo consultivo del Gobierno Nacional, 
adscrito al Departamento Administrativo de la Función Pública. 
 
El proceso de responsabilidad Fiscal tiene un vuelco total, mediante la Ley 610 de 
2000 se reduce a una sola etapa.  Se define el concepto de gestión fiscal, los 
elementos para la responsabilidad fiscal, se fijan los términos para la caducidad y 
                                            
12 Ibíd;  
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la prescripción y se extiende dicha responsabilidad a los herederos como 
consecuencia de la muerte del presunto responsable. 
 
Con la promulgación de esta ley, se infiere la existencia de una rama de derecho 
fiscal, sin desconocer que tendría una doble naturaleza administrativa y 
resarcitiva, de conformidad con los artículos 1 y 4 de la ley 610 de 2000.  Esta ley, 
más que establecer el trámite del proceso de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías, consagra un verdadero estatuto procesal en 
materia de responsabilidad fiscal, a partir de la cual, esta rama del derecho 
empieza a  adquirir identidad propia y la autonomía necesaria para diferenciarse 
de tipos de responsabilidades. 
 
El año 2001, se caracteriza en materia de normatividad sobre control interno, por 
la expedición de normas con mayor contenido técnico que jurídico que propician el 
desarrollo de estrategias institucionales para la implementación más integral del 
sistema de control interno. 
 
El 24 de Junio de 2002 se expide la Ley 734 de 2006, por medio de la cual, se 
expide el Nuevo Código Disciplinario Único, donde se contempla como deber de 
todos los servidores públicos Adoptar el Sistema de Control Interno y función  
independiente de auditoría interna de que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas 
que la modifiquen o complementen. 
La nueva carta política en su artículo 275 define de manera inequívoca, el nuevo 
carácter del Ministerio Público: Órgano autónomo frente a las demás ramas del 
Estado y asigna al Procurador General de la Nación su suprema dirección. 
En cuanto a su composición, se suprimen los fiscales de tribunales superiores de 
distrito y los demás fiscales de juzgados que contemplaba el artículo 144 de la 
Carta anterior; en su reemplazo, se instituyen los procuradores delegados y 
agentes del Ministerio Público para ejercer la función de control sobre la conducta 
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de todos los servidores públicos - incluidos los de elección popular -, a fin de 
salvaguardar el imperio del Derecho, la eficacia del orden jurídico, los derechos 
humanos y los intereses de la sociedad. 
 
1.3.2 La Ley 201 de 1995 
 
La Ley 201 de 1995 a la luz de la nueva Constitución Política de Colombia, asume 
la naturaleza jurídica de la Procuraduría General de la Nación, en tanto máximo 
organismo del Ministerio Público con autonomía administrativa, financiera, 
presupuestal y técnica para el ejercicio de sus funciones de órgano de control. 
Se destaca la creación del Instituto de Estudios del Ministerio Público como una 
unidad administrativa especial con carácter académico y con las funciones de 
asistir al Procurador en el desarrollo de programas de capacitación orientados a 
favorecer la calidad administrativa, a facilitar el reconocimiento y respeto de los 
derechos humanos de los distintos grupos existentes en la sociedad colombiana. 
Con el ánimo de vigorizar la lucha contra el enriquecimiento ilícito y contra la 
corrupción administrativa, se otorga más jerarquía a la Oficina de Investigaciones 
Especiales y se le asigna la categoría de Dirección adscrita al despacho del 
Procurador con la función de prestar la asesoría y la colaboración técnico-
científica que requieran las distintas dependencias en las materias señaladas. 
Se crea la Oficina de Control Interno, responsable de la aplicación de los 
mecanismos de gestión de control en las áreas de auditoría funcional, 
administrativa, financiera, de sistemas y comunicaciones, para efectuar las 
evaluaciones periódicas en materia de productividad y eficacia. 
Merece especial mención la creación del Centro de Atención al Público, CAP, que 
tiene la responsabilidad de acercar la Procuraduría a los ciudadanos y facilitar la 
participación de los mismos en el control disciplinario con la función de recibir, 
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diligenciar y coordinar el trámite de las quejas que se presenten en forma personal 
o por escrito, y la de orientar e informar a los ciudadanos sobre el curso del 
proceso disciplinario que se derive de dichas denuncias. 
Se crea la Procuraduría Delegada para la Vigilancia del Ejercicio Diligente y 
Eficiente de las Funciones Administrativas, como desarrollo expreso y puntual del 
numeral 5 del artículo 277 de la Constitución Política.  Tal creación es uno de los 
grandes avances en el proceso de modernización del Ministerio Público; mediante 
esta Delegada tendrá ocurrencia el papel preventivo de la Procuraduría, que 
tiende a asegurar el cumplimiento de las funciones administrativas, de 
coordinación, complementariedad e intermediación para el mejor ejercicio de las 
competencias de la Nación, los departamentos y los municipios.  En materia de 
ordenamiento territorial, se crean las procuradurías regionales, las distritales y las 
metropolitanas, con las competencias correspondientes. 
El Ministerio Público ante las autoridades judiciales para la defensa del orden 
jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales es 
concebido en la Ley de tal manera que la cobertura será extensiva a todas las 
variaciones introducidas por la Carta Constitucional, con la asignación de los 
procuradores delegados en cada caso. 
La Ley 201 de 1995, en materia de carrera administrativa y de nomenclatura de 
empleos, homologa la clasificación de los servidores de la Procuraduría con la de 





En cuanto al Decreto 262 de 2000 a manera de síntesis, se plantean los 
principales cambios estructurales que aporta la norma en mención: se crean la 
Sala Disciplinaria, y de manera autónoma la Procuraduría Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios y la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Constitucionales; el Instituto 
de Estudios del Ministerio Público, en tanto unidad administrativa especial, asume 
el carácter de adscrito a la Procuraduría General; desaparece la denominación de 
procuradurías departamentales y metropolitanas; el nivel territorial queda 
conformado, entonces, por las procuradurías regionales, provinciales y distritales; 
se crea la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública; las divisiones jurídica 
y de sistemas y el grupo de selección y carrera se convierten en dependencias del 
despacho del Procurador General. 
 
1.3.3 Ley 734 de 2002 
 
“Con la expedición del Código Disciplinario Único o Ley 200 de 1995,  se empezó 
a construir en el país un verdadero Derecho Disciplinario  como rama  autónoma 
pues se había dicho que hacia parte del Derecho Administrativo y otros que hacía 
parte del Derecho Penal Sancionatorio, posteriormente fue modificado por la Ley 
734 de 2002.”19 
 
El 24 de Junio de 2002 se expide la Ley 734 de 2006, por medio de la cual, se 
expide el Nuevo Código Disciplinario Único, donde se contempla como deber de 
todos los servidores públicos “Adoptar el Sistema de Control Interno y función  
independiente de auditoría interna de que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas 
que la modifiquen o complementen. 
 
                                            
19 SACHICA, Luis Carlos. Principios constitucionales y legales de la administración del Estado. 
Bogotá: Editorial Temis, 1980, pág. 87 
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1.4 REFERENTES JURISPRUDENCIALES   
 
En la Sentencia C-692/08 la Corte Constitucional establece cuales son los valores 
y principios sobre los cuales debe estar fundado el derecho disciplinario en pro de 
mantener un orden garante del debido procedimiento encaminado a un orden 
justo. Los principios que enuncia la corte son: “(i) el principio de legalidad de la 
falta y de la sanción disciplinaria, (ii) el principio de publicidad, (iii) el derecho de 
defensa y especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la 
prueba, (iv) el principio de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el 
principio de imparcialidad, (vii) el principio de non bis in idem, (viii) el principio de 
cosa juzgada y (ix) la prohibición de la reformatio in pejus.”13 
 
En Sentencia C-030/12 la Corte Constitucional recalca cual es la importancia de la 
potestad sancionadora del Estado la cual, radica en el logro de los fines que la 
norma constitucional le prescribe los que, se encuentran plasmados en el artículo 
2 de la misma norma constitucional, consistiendo está básicamente en la 
atribución que le da la norma al estado de imponer sanciones y juzgar a los 
servidores públicos que cometan faltas tipificadas en el ordenamiento jurídico. 
 
En la norma se atribuye la competencia a las oficinas disciplinarias de las 
entidades públicas o al ministerio público y los consejos seccionales de la 
judicatura además ´´En el ámbito específico del derecho disciplinario, la potestad 
sancionadora de la administración se concreta en la facultad que se le atribuye a 
los entes públicos de imponer sanciones a sus propios funcionarios, y su 
fundamento constitucional se encuentra en múltiples normas de orden superior, 
tales como los artículos 1º, 2º, 6º, 92, 122, 123, 124, 125, 150-2, 209 y 277 de la 
Carta Política14´´. 
 
                                            
13COLOMBIA. Corte constitucional Colombiana sentencia C-692/08 
14COLOMBIA. Corte constitucional colombiana sentencia C-030/12 
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En la Sentencia C-370/12 limita la libertad de configuración legislativa en materia 
disciplinaria que tiene el Congreso ya que, la creación de una ley procesal debe 
observar los principios y valores constitucionales y más aún, los relacionados al 
principio del debido procedimiento así como los fines del todo proceso  ya que 
como dice la corte ´´esta Corporación ha reconocido que existe una amplia libertad 
de configuración del legislador para el desarrollo del derecho disciplinario siempre 
y cuando se respeten los principios y valores constitucionales, la vigencia de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, los principios de razonabilidad, 
proporcionalidad y prevalencia del derecho sustancial sobre lo adjetivo15´´. 
 
En la Sentencia C-315/12, la Corte Constitucional aclara que hay una diferencia de 
las garantías que establece el derecho del debido procedimiento las cuales son las 
garantías mínimas previas la cuales son: “(i) el derecho de acceso a la 
administración de justicia con la presencia de un juez natural; (ii) el derecho a ser 
informado de las actuaciones que conduzcan a la creación, modificación o 
extinción de un derecho o a la imposición de una obligación o sanción; (iii) el 
derecho de expresar libre y abiertamente sus opiniones; (iv) el derecho de 
contradecir o debatir las pretensiones o excepciones propuestas; (v) el derecho a 
que los procesos se desarrollen en un término razonable y sin dilaciones 
injustificadas y, (vi) el derecho a presentar pruebas y controvertir las que se 
alleguen en su contra.”16 
 
Por otra parte, existe otra clase de garantías procesales que son, las garantías 
posteriores que son ´´la posibilidad de cuestionar la validez jurídica de una 
decisión administrativa, mediante los recursos de la vía gubernativa y la 
jurisdicción contenciosa administrativa17´´. 
                                            
15 Corte constitucional colombiana sentencia C-370/12 
16COLOMBIA. Corte constitucional Colombiana sentencia C -  315 de 2012 Magistrada ponente 




CAPITULO 2 CONTROL DISCIPLINARIO Y FISCAL EN COLOMBIA 
 
2.1 EL CONTROL DISCIPLINARIO EN COLOMBIA  
 
2.1.1 Concepto de Control Disciplinario.  
 
El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y 
procesales de conformidad con las cuales el Estado asegura la obediencia, 
disciplina, comportamiento ético, moralidad y la eficiencia de los servidores 
públicos, con el propósito de asegurar el buen funcionamiento de los diferentes 
servicios a su cargo. 
 
Sobre el control disciplinario cabe destacar lo siguiente: “El control disciplinario es 
un presupuesto necesario para que en un Estado de Derecho se garantice el buen 
nombre y la eficiencia de la administración, y se asegure que quienes ejercen la 
función pública, lo hagan en beneficio de la comunidad y sin detrimento de los 
derechos y libertades de los asociados”25. 
“Dicho control tiene dos grandes ámbitos de aplicación.  Por un lado la potestad 
disciplinaria interna, que es ejercida por el nominador o el superior jerárquico del 
servidor estatal.  Por el otro, existe un control disciplinario externo, que de acuerdo 
con la Constitución Política le corresponde al Procurador General de la nación, sus 
delegados y agentes”.26 
 
                                            
25 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente D - 1760, Sentencia C-057/97. Pág. 4. MP. Carlos 
Gaviria Díaz 
26 Tomado de VII Congreso Internacional del CLAD cobre la Reforma del Estado y de la 






2.1.2 La falta disciplinaria 
 
La potestad disciplinaria del Estado ha sido profusamente tratado por la Corte 
Constitucional, la cual  ha establecido que el derecho disciplinario es una rama 
esencial al funcionamiento del Estado "enderezado a regular el comportamiento 
disciplinario de su personal, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo 
integran, las faltas, las sanciones correspondientes y los procedimientos para 
aplicarlas".18 
En dicho fallo, la Corte agregó que el derecho disciplinario está "integrado por 
todas aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un 
determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones, independientemente 
de cuál sea el órgano o la rama a la que pertenezcan" y agregó que: "Ello hace 
parte de las condiciones mínimas inherentes a la actividad oficial, que resultan 
imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del Estado, 
motivo por el cual su mantenimiento, merced a un ordenamiento jurídico especial 
de reglas y sanciones, no solamente constituye derecho sino que es ante 
todo deber del Estado.”19 
El derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y tiene 
lugar preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas. 
Por otro lado, la Corte reconoció que en su condición de derecho punitivo, el 
derecho disciplinario se acerca íntimamente a las previsiones del derecho penal, 
siéndole aplicables muchos de los principios que orientan y guían esta disciplina 
del derecho. En relación con dicha conexidad, la Corte Constitucional precisó que: 
                                            
18 COLOMBIA; Corte Constitucional, Sentencia C-181 de 2002 M.P Marco Gerardo Monroy Cabra 
19 GOMEZ PAVEJEAU, Carlos Arturo. Dogmática del Derecho Disciplinario. Bogotá. Editorial 
Universidad Externado de Colombia. 2004 
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"El derecho disciplinario que respalda este poder está compuesto por un conjunto 
de normas y principios jurídicos que permiten imponer sanciones a los servidores 
públicos cuando éstos violan sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración 
de las prohibiciones e incompatibilidades que para ellos ha establecido la ley.20 
Este tipo de responsabilidad “ha dado lugar a la formación de una rama del 
derecho administrativo llamada "derecho administrativo disciplinario". Un amplio 
sector de la doctrina, si bien admite la diferenciación entre la responsabilidad civil, 
penal y disciplinaria, encuentra que la sanción disciplinaria debe sujetarse a los 
principios y garantías propias del derecho penal. Según esta interpretación, el 
derecho disciplinario es una modalidad del derecho penal, y en su aplicación debe 
observarse las mismas garantías y los mismos principios que informan el derecho 
penal. La naturaleza esencialmente sancionatoria de ambos derechos hace que 
las garantías del derecho más general (el penal) sean aplicables también a ese 
otro derecho, más especializado pero igualmente sancionatorio, que es el derecho 
disciplinario. Tanto el derecho penal como el administrativo disciplinario emplean 
las penas como el principal mecanismo de coacción represiva”21. Todos los 
principios y garantías propias del derecho penal se predican también del 
disciplinario. Esta situación ha llevado a considerar que el término derecho penal 
es impropio (pues existen, como se ve, varios derechos penales) y empieza a 
hacer carrera la revitalización del término "derecho criminal" para referirse al 
derecho de los delitos propiamente dichos." 22 
Así mismo, reconociendo que entre el derecho disciplinario y el penal existen 
también importantes diferencias, derivadas fundamentalmente de los intereses 
                                            
20 ibídem 
21 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo y SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Lecciones De 
Derecho Disciplinario   Volumen IV. primera ed. Bogotá D.C., Colombia: Imprenta Nacional de 
Colombia, 2007. ISBN ISBN 978-958-8295-57-2 
22 Colombia, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T438 de 1992. Julio 1  de 1992. Magistrado 




que pretende proteger cada disciplina, la Corte sentó la siguiente jurisprudencia 
que ha sido posteriormente reiterada por el mismo tribunal. 
Así las cosas, cuando se adelanta un proceso disciplinario y uno penal contra una 
misma persona, por unos mismos hechos, no se puede afirmar válidamente que 
exista identidad de objeto ni identidad de causa, pues la finalidad de cada uno de 
tales procesos es distinta, los bienes jurídicamente tutelados también son 
diferentes, al igual que el interés jurídico que se protege. En efecto, en cada uno 
de esos procesos se evalúa la conducta del implicado frente a unas normas de 
contenido y alcance propios. En el proceso disciplinario contra servidores estatales 
se juzga el comportamiento de éstos frente a normas administrativas de carácter 
ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración 
pública; en el proceso penal las normas buscan preservar bienes sociales más 
amplios. 
Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas 
similitudes puesto que las dos emanan de la potestad punitiva del Estado, se 
originan en la violación de normas que consagran conductas ilegales, buscan 
determinar la responsabilidad del imputado y demostrada ésta imponer la sanción 
respectiva, siguiendo los procedimientos previamente establecidos por el 
legislador, no es menos cierto que ellas no se identifican, ya que la acción 
disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública y se origina en el 
incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el 
ejercicio de las funciones, la violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, 
moralidad y prestigio del organismo público respectivo. Dichas sanciones son 
impuestas por la autoridad administrativa competente o por la Procuraduría 
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General de la Nación, ente que tiene a su cargo la vigilancia de la conducta oficial 
de los servidores estatales." 23 
Cuando nos internamos en el recientemente denominado derecho disciplinario en 
Colombia, es ineludible que respecto a los servidores públicos, y específicamente 
los alcaldes municipales, tenemos que acudir a nuestro famoso y conocido código 
disciplinario único o ley 734 de 2002, incluyendo sus respectivas modificaciones 
como el cuestionado estatuto anticorrupción, hoy sujeto de estudio constitucional. 
Sin embargo, haciendo un análisis juicioso sobre la legislación existente, se tiene 
que no existe dentro del ordenamiento jurídico, ninguna tipicidad para la violación 
al medio ambiente, el daño al medio ambiente o cualquier otra acepción tan 
siquiera sumaria al daño ocasionado por dicho servidor al medio ambiente. 
2.1.3 La acción disciplinaria 
 
El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y 
procesales de conformidad con las cuales el Estado asegura la obediencia, 
disciplina, comportamiento ético, moralidad y la eficiencia de los servidores 
públicos, con el propósito de asegurar el buen funcionamiento de los diferentes 
servicios a su cargo. 
 
2.1.4 La teoría del numerus apertus o tipos disciplinarios en blanco 
 
En la órbita disciplinaria, la doctrina y la jurisprudencia especializadas reconocen 
que la regla general sancionatoria es el castigo de la culpa. A este sistema de 
sanción de las faltas disciplinarias se le ha denominado de los números abiertos, 
                                            
23 Colombia, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 244 de 1996 Magistrado Ponente: Dr. 





o numerus apertus, por oposición al sistema de números cerrados o clausus del 
derecho penal. 
El sistema de numerus apertus, acogido por el derecho disciplinario, admite la 
posibilidad de castigar las conductas disciplinarias en que se ha incurrido a título 
de culpa, no obstante la ley se abstenga de reconocerlo ex profeso. La 
consecuencia de mayor realce en el sistema acogido por el derecho disciplinario 
es que generalmente la determinación de si una conducta puede ser sancionada a 
título de dolo o culpa corresponde a la autoridad encargada de imponer la sanción, 
no a la ley, y viene impuesta, fundamentalmente, por ese elemento, referido 
anteriormente: la naturaleza de la conducta sancionable. 
La adopción del sistema de números abiertos suele suscitar entendibles 
cuestionamientos entre quienes consideran que por esa vía se pone en entredicho 
el principio de legalidad de la sanción y se transfiere a la administración, mediante 
delegación ilegítima, la exclusiva facultad legislativa de determinar los elementos 
de la conducta disciplinariamente reprochable. Por esa vía, dicen los 
contradictores, se releva al legislador de definir a qué título son sancionables las 
faltas disciplinarias, dejándose al arbitrio de la administración tan importante 
función. 
Así mismo se arguye que aquella divergencia en el manejo del concepto de 
sanción y culpa atenta contra la garantía sustancial del derecho disciplinario según 
la cual, los principios generales del derecho penal se aplican también al derecho 
sancionatorio de la administración. 
Aunque la aplicación de la tesis del numerus apertus que se da a los conceptos de 
culpa y dolo en la estructura del ilícito disciplinario podría ser considerada como 
una violación de las garantías procesales del investigado, es preciso asegurar que 
no lo es. Debe recordarse .como primera medida- que las máximas del derecho 
penal sólo son aplicables mutatis mutandis3 a los demás regímenes 
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sancionatorios, lo cual quiere decir que su implementación no es plena sino que 
admite excepciones, atenuaciones o paliativos que generalmente se derivan de los 
objetivos diferenciales que identifican a cada esfera del régimen sancionatorio. 
En otra ocasión, la Corte dijo: 
"No resulta admisible, por lo tanto, aplicar las normas penales a lo disciplinario, sin 
hacer las adaptaciones necesarias que imponen las especificidades antes 
anotadas. No obstante, mientras el derecho disciplinario no termine el proceso de 
construcción de las reglas y principios que le son propios las remisiones a los 
principios, garantías e instituciones penales serán inevitables; aunque no debe 
llegarse a la situación de extremar la aplicación de éstas en desmedro de las 
reglas especiales que gobiernan el sistema disciplinario." 24 
Así las cosas, dado que el principal derrotero que guía la aplicación de las normas 
disciplinarias es el normal y correcto funcionamiento de la gestión pública, en nada 
resulta incompatible con dicha finalidad -por el contrario, la secunda y favorece- 
que el Estado imponga a sus servidores un deber general de cuidado, diligencia y 
corrección en el desempeño de sus funciones que, además, pueda ser 
sancionable por incumplimiento. Visto que los servidores públicos son 
responsables ante la ley, no sólo por quebrantarla, sino por omisión o 
extralimitación en ejercicio de las mismas, resulta legítimamente admisible que el 
Estado, a través del sistema disciplinario, imponga sanciones a aquellos que no 
cumplen, con el esmero requerido, las obligaciones asignadas por la normatividad. 
en la Sentencia C-244 de 1996 la honorable corte constitucional, expresó que "la 
acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe 
entre el funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública y se 
origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 
                                            
24 COLOMBIA, Corte Constitucional, Sentencia C 769 de 1998 M.P. Dr. ANTONIO BARRERA 




extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar el buen 
funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo. Dichas 
sanciones son impuestas por la autoridad administrativa competente o por la 
Procuraduría General de la Nación, ente que tiene a su cargo la vigilancia de la 
conducta oficial de los servidores estatales.”25 
La Corte ha reconocido que en derecho sancionatorio de la administración, una de 
cuyas secciones más relevantes es el derecho disciplinario, la regla general es 
que los tipos no son autónomos "sino que remiten a otras disposiciones en donde 
está consignada una orden o una prohibición". En la misma sentencia la Corte 
agregó, citando al tratadista Alejandro Nieto García, que “las normas penales no 
prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a advertir que determinadas 
conductas llevan aparejada una pena. Los tipos sancionadores administrativos, 
por el contrario, no son autónomos sino que se remiten a otra norma en la que se 
formula una orden o prohibición cuyo incumplimiento supone cabalmente la 
infracción. Estas normas sustantivas constituyen, por ende, un pretipo, que 
condiciona y predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser 
riguroso, la descripción literal de un tipo infractor habría de consistir en la 
reproducción de la orden o prohibición del pretipo con la advertencia añadida de la 
sanción que lleva aparejada su incumplimiento, es decir una reproducción de 
textos en doble tipografía.”26 
Para ahondar en las razones que justifican la metodología de los números 
abiertos, téngase en cuenta que, de acuerdo con el artículo 38 de la Ley 200, la 
falta disciplinaria se constituye con el "incumplimiento de los deberes" por parte 
del agente estatal, deberes que, según el artículo 40-2 son "cumplir con diligencia, 
eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de 
                                            
25 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-244 de 1996. Magistrado Ponente: Dr. CARLOS 
GAVIRIA DIAZ. Santafé de Bogotá, D.C. mayo 30 de mil novecientos noventa y seis (1996). 
26 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-244 de 1996. Magistrado Ponente: Dr. CARLOS 
GAVIRIA DIAZ. Santafé de Bogotá, D.C. mayo 30 de mil novecientos noventa y seis (1996). 
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cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación de un servicio 
esencial o que implique abuso o ejercicio indebido del cargo de función.". De lo 
cual se deduce que lo que genera el reproche de la administración al agente 
estatal o al particular que ejerce función pública no es propiamente la voluntad de 
lesionar los intereses protegidos de la función pública sino los comportamientos 
que impliquen cumplimiento incompleto o defectuoso de los deberes de cuidado y 
eficiencia que se le encomiendan. 
Aunque por obvias razones la intención positiva de menoscabar el orden jurídico 
.el dolo- genera responsabilidad disciplinaria en el agente del Estado, conductas 
tales como la imprudencia, la impericia o la negligencia, entre otras, fuentes todas 
de comportamientos culposos, también lo hacen. 
Es en estas condiciones que se reconoce que la regla aplicable al derecho 
sancionatorio de los servidores estatales es la del numerus apertus. Ya que el 
propósito último del régimen disciplinario es la protección de la correcta marcha de 
la Administración pública, es necesario garantizar de manera efectiva la 
observancia juiciosa de los deberes de servicio asignados a los funcionarios del 
Estado mediante la sanción de cualquier omisión o extralimitación en su 
cumplimiento. 
2.2 CONTROL FISCAL EN COLOMBIA 
 
2.2.1 Concepto de control fiscal.  
 
El control fiscal, es una función pública autónoma que ejercen los órganos 
instituidos en la Constitución con ese preciso objeto; cuya labor principalmente 
corresponde a la Contraloría General de la República, que se encarga de la 
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vigilancia de la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades 
que manejen fondos o bienes de la nación27.   
 
La responsabilidad fiscal, está relacionada con “la administración de los recursos 
públicos del Estado, especialmente con el objetivo de controlar la gestión de 
quienes ejercen funciones fiscales es decir, por parte de los servidores públicos 
que ejercen la gestión fiscal,  o los particulares cuando administran bienes o 
fondos públicos.” 
27 
Su fundamento constitucional se apoya en el artículo 6º de la Carta Política 
Colombiana y en el numeral 5º del artículo 268 del mismo texto, el cual atribuye al 
Contralor General de la Nación –y a las contralorías territoriales por remisión del 
artículo 272 inciso 5º, la competencia para establecerla.  Complementariamente, el 
desarrollo legal de la materia aparece desarrollado en la ley 610 de 200328, por la 
cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías. 
 
Con respecto a la naturaleza jurídica de la responsabilidad fiscal, debemos tener 
en cuenta que: “La responsabilidad fiscal por expresa disposición del numeral 5 
del artículo 268 de la Carta Política tiene dos variantes claramente diferenciadas: 
la sancionatoria y la resarcitoria, instrumentos a través de los cuales los 
organismos de control fiscal garantizan la debida protección que deben recibir los 
                                            
27 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente D - 2309, Sentencia C-623/99. Pág.5. MP. Carlos 
Gaviria Díaz 
27 RINCÓN CÁRDENAS Erick. Diferencias y relaciones entre la responsabilidad fiscal y la 
responsabilidad disciplinaria de conformidad con el tipo de control. Universidad del Rosario 
Colciencias. VII Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la 
Administración Pública, Lisboa, Portugal, 8-11 Oct. 2002. 
28 Ley promulgada en el Diario Oficial No.44133 del 18 de Agosto de 2000.  El texto sancionado 
también se encuentra en la Gaceta del Congreso No.351 del 31 de Agosto de 2000. 
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bienes y fondos públicos confiados a la gestión de servidores públicos y 
particulares.29 
 
Así mismo, en la Sentencia SU-620 de 1996 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), la 
Corte indicó que los juicios por responsabilidad fiscal tienen una naturaleza 
esencialmente resarcitoria, ya que se pretende lograr la reparación del daño 
causado por el funcionario implicado al erario público.  Dijo en aquella ocasión, 
esa alta corporación: “El proceso de responsabilidad fiscal conduce a obtener una 
declaración jurídica, en la cual se precisa con certeza que un determinado servidor 
público o particular debe cargar con las consecuencias que se derivan por sus 
actuaciones irregulares en la gestión fiscal que ha realizado y que está obligado a 
reparar el daño causado al erario público, por su conducta dolosa o culposa”-.  Lo 
que es más, en la misma ocasión se determinó que “la responsabilidad fiscal se 
declara a través del trámite del proceso de responsabilidad fiscal, entendido como 
el conjunto de actuaciones materiales y jurídicas que adelantan las contralorías 
con el fin de determinar la responsabilidad que le corresponde a los servidores 
públicos y a los particulares, por la administración o manejo irregulares de los 
dineros o bienes  públicos”.28 
 
2.2.2  Control fiscal como función pública 
 
De conformidad con la Carta Política de 1991 y el  concepto integral del Estado 
Social de Derecho, los elementos orientadores de la Gestión Pública, están 
dirigidos  a la consecución de los  fines esenciales del Estado, dentro del marco de 
una Gestión Integral con participación de la ciudadanía y la capacidad institucional 
de los entes gubernamentales. 
 
                                            
29   SANCHEZ, Carlos Ariel. Responsabilidad Fiscal Control del Gasto Público, primera edición. 
Editorial Dike. Bogotá 2004, pág. 65 
28 COLOMBIA. Corte Constitucional Sentencia C-155 DE 2002. M.P. Dra. Clara Inés Vargas 
Hernández. Bogotá, D.C., cinco de marzo de dos mil dos. 
47 
 
"Con la promulgación de la Carta Política de 1991, la función pública de control 
fiscal adquiere una nueva dimensión en la medida de que la actividad debe 
orientarse dentro de la filosofía del nuevo Estado Social de Derecho en general, y 
específicamente, dirigida a la aplicación de los principios de eficiencia económica, 
equidad y valoración de los costos ambientales".29 
 
La Carta Magna precisó en el artículo 267 y siguientes los contenidos básicos del 
Control Fiscal, calificándolo como una Función Pública encomendada a la 
Contraloría General de la República y a las Contralorías Territoriales, en aras de 
vigilar la Gestión Fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes del Estado 
 
2.2.3 Sistemas de Control en Colombia 
 
 Clases de Auditoría. Para el ejercicio de los diferentes sistemas de control, la 
herramienta básica es la  Auditoría; la cual se realiza como: 
 Auditoría Independiente. La realizan auditores que no pertenecen al Estado y 
han sido escogidos de acuerdo al procedimiento contemplado en el artículo 
267 de la Constitución Política.  
 
Ley 42 de 1993, Artículo 31. Los órganos de control fiscal, podrán contratar la 
vigilancia de la gestión fiscal, con empresas privadas colombianas, previo 
concepto sobre su conveniencia del Consejo de Estado.  Estas serán escogidas 
por concurso de mérito en los siguientes casos: 
 
a. “Cuando la disponibilidad de los recursos técnicos, económicos y humanos, no 
le permitan al órgano de control, ejercer la vigilancia fiscal en forma directa. 
b. Cuando se requieran conocimientos técnicos especializados. 
                                            
29 Ibid;  
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c. Cuando por razones de conveniencia económica, resultare más favorable. 
Parágrafo: la Contraloría General de la República, determinará las condiciones y 
bases para la celebración del concurso de méritos así como las calidades que 
deban reunir las empresas colombianas para el ejercicio del control fiscal 
pertinente.”30 
 
Los contratos se celebrarán entre el Contralor respectivo y el concursante 
seleccionado, con cargo al presupuesto del órgano de control fiscal 
correspondiente.  La información que conozcan y manejen estos contratistas, será 
de uso exclusivo del organismo de control fiscal contratante. 
 
“Artículo 32.  Los órganos del control fiscal podrán conocer y evaluar, en cualquier 
tiempo los programas, labores y papeles de trabajo de las empresas contratadas 
en su jurisdicción y solicitar la presentación periódica de informes generales o 
específicos. Las recomendaciones que formulen los órganos de control fiscal 
respectivos al contratista serán de obligatorio cumplimiento y observancia. 
En todo caso los órganos de control fiscal, podrán reasumir la vigilancia de la 
gestión fiscal en cualquier tiempo, de acuerdo a las cláusulas del contrato.”31 
 
“Artículo 33.  El contratista podrá revisar y sugerir el fenecimiento de las cuentas 
en caso de encontrar observaciones deberá remitirlas con todos sus soportes para 
que el respectivo órgano de control fiscal, adelante el Proceso de Responsabilidad 
Fiscal, si es del caso. 
Artículo 34.  El hecho de contratar una entidad privada, no exime al órgano 
fiscalizador de la responsabilidad, en el cumplimiento de sus funciones. 
 Auditoría Interna 
                                            
30 Congreso de la República. Ley 42 de 1993. Fecha de Expedición: 26 de enero de 1993. Fecha 
de Entrada en Vigencia: 27 de enero de 1993. Medio de Publicación: Diario Oficial 40732 del 27 de 
enero de 1993. Artículo  31. 
31 Congreso de la República. Ley 42 de 1993. Fecha de Expedición: 26 de enero de 1993. Fecha 
de Entrada en Vigencia: 27 de enero de 1993. Medio de Publicación: Diario Oficial 40732 del 27 de 
enero de 1993. Artículo  32. 
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Es la que realizan las oficinas de control interno, de las entidades; conforme a lo 
previsto en al artículo 209 de la Constitución Política, y  la Ley 87 de 1993. 
 Auditoría Gubernativa 
Es la que realizan agencias u organismos públicos independientes, sobre las 
demás entidades públicas.  
Esta auditoría incluye, “no sólo el trabajo hecho por los auditores en el examen de 
los estados financieros (auditoría financiera- control  fiscal financiero), sino 
también el trabajo efectuado en revisar; a) el cumplimiento de las leyes y 
regulaciones aplicables (auditoría de cumplimiento-control fiscal de legalidad); b) 
la eficiencia en la economía, y en las operaciones y  la efectividad en lograr los 
resultados de los programas (auditoría operacional - control fiscal de gestión y 
resultados)”32 
 
La auditoría gubernamental con enfoque integral es  “un proceso sistemático que 
mide y evalúa acorde con las Normas de Auditoría Gubernamental prescritas por 
la Contraloría General de la República.  La gestión o actividades de las 
organizaciones estatales mediante la aplicación articulada y simultánea de 
sistemas de control con el fin de determinar el manejo y uso de los recursos 
públicos, la correspondencia entre las estrategias, operaciones y propósitos de los 
sujetos vigilados y sus relaciones con el entorno que le permita al organismo de 
control, fundamentar su opinión y conceptos”.20 
 
Las distintas clases de auditoría pueden ser realizadas, independientes o 
conjuntas.  
Tipos de Auditoría.  Se distinguen tres tipos de auditoría: financiera, operacional y 
de cumplimiento. 
 “Auditoría financiera: Es el estudio de los registros y estados financieros, que 
llevan las organizaciones. Busca determinar si los estados financieros han sido 
                                            
32 Ibíd; artículo 33 y 34. 
20 Guía de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral –GAGEI–, pág 18l 
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preparados de acuerdo con los principios de contabilidad, generalmente 
aceptados. Dentro de este tipo de auditoría se enmarca, el control fiscal 
financiero establecido en la Constitución –artículo 267– y desarrollado en el 
artículo 10 de la Ley 42 de 1993. 
 Auditoría de Cumplimiento: Busca determinar si las operaciones financieras, 
administrativas, económicas y de otra índole se realizaron conforme a las 
normas que le son aplicables ó si por el contrario se realizaron fuera del marco 
establecido para ello. Dentro de este tipo de auditoría se enmarca el control 
fiscal de legalidad establecido en el artículo 11 de la Ley 42 de 1993 
 Auditoría Operacional u Operativa: Es una revisión de los procedimientos y 
métodos operativos de una organización con el propósito de evaluar su 
eficiencia y efectividad.  El desempeño se evalúa en la gestión  de la 
organización para alcanzar las metas con responsabilidad de acuerdo con los 
lineamientos preestablecidos por el Estado de manera que los recursos 
disponibles indiquen rentabilidad pública.  En esta auditoría encontramos el 
control fiscal de gestión, establecido en la Constit 
 acción – artículo 267 – y desarrollado en el artículo 12 de la Ley 42 de 1993. 
Dentro del esquema actual de control fiscal se destaca  la auditoría operacional, 
por cuanto se ejerce el control de gestión examinando el destino del recurso 
conforme  a los fines esenciales del Estado”33. 
 Hallazgos de Auditoría.  Las labores de auditoría reflejan hechos positivos y/o  
negativos con impacto en  el desempeño de la entidad. Estos hechos se 
denominan hallazgos. 
Los hallazgos positivos tienen relación directa con los principios de  la función 
administrativa con  resultados productivos en bienes y servicios.   
Los  hallazgos negativos, muestran las irregularidades presentadas dentro de un 
proceso contrario a los principios que deben regir la actuación del Estado y la 
gestión fiscal.  
                                            
33 Guía de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral –GAGEI 
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La Guía de Auditoría Gubernamental, con Enfoque Integral identifica tres clases 
de hallazgos: administrativos, fiscales y disciplinarios. Cuando se detectan 
hechos presuntamente punibles se pueden configurar hallazgos penales. 
En cumplimiento de las normas constitucionales y legales, se remitirán los 
hallazgos disciplinarios y penales  a las autoridades competentes, Fiscalía o 
Procuraduría según el caso. 
 
Tipos de Hallazgo  
 Hallazgo administrativo: surge principalmente por la ineficiencia e ineficacia en 
el ejercicio de la gestión administrativa de la Entidad, desde la planeación 
hasta la ejecución de las labores se pueden adoptar correctivos tendientes al 
mejoramiento de las funciones, los cuales quedan consolidados en un Plan de 
Mejoramiento.  En caso de no poder aplicar correctivos por el tipo hallazgo 
administrativo, se  adelantará  proceso sancionatorio previsto en la Ley 42 de 
1993. 
 
Ley 42 de 1993, la contraloría General de la República mediante resolución 
orgánica No. 5580 del 18 de mayo de 2004, reglamenta la metodología de los 
planes de mejoramiento para establecer la evaluación del cumplimiento y sus 
respectivas sanciones. 
• Hallazgo fiscal: se traduce en el daño patrimonial al Estado producido por 
servidores y/o particulares en ejercicio o con ocasión de la gestión fiscal.  Este tipo 
de hallazgo puede configurar una responsabilidad fiscal y consecuentemente 
disciplinario. 
Teniendo en cuenta que la contratación es la herramienta mediante la cual los 
gestores públicos ejecutan el presupuesto, la  ley estableció la vigilancia por parte 





Las contralorías hacen el seguimiento a la ruta crítica del contrato, en sus 
diferentes etapas precontractuales, contractual y la liquidación. 
En este contexto, los entes fiscalizadores pueden intervenir una vez se hayan 
agotado los trámites de legalización de los contratos, es decir, cuando se ha 
efectuado el respectivo registro presupuestal y aprobado las garantías.  
Corresponde en esta etapa de la vigilancia del contrato, la verificación del 
cumplimiento de las disposiciones relacionadas con la selección del contratista, su 
perfeccionamiento y requisitos de ejecución. 
 
En una segunda etapa del control, es procedente la revisión de las cuentas 
canceladas con cargo al contrato determinando la conformidad con las 
disposiciones presupuestales, además, es viable la comprobación de la ejecución 
de las obligaciones derivadas del mismo a fin de establecer un presunto daño al 
patrimonio público. 
 
Esta función se efectúa aplicando los procedimientos técnicos de control 
(auditorías), cuyos hallazgos constituyen una de las causales para iniciar el 
Proceso de Responsabilidad Fiscal. 
 Responsabilidad del Servidor Público (Sancionatorio – Resarcitorio) 
Al realizar un parangón entre la responsabilidad disciplinaria y fiscal se evidencia 
indudablemente que las dos proceden de órganos de control y que se ha 
mencionado que la disciplinaria es sancionatoria y la fiscal resarcitoria   pero los 
procedimientos, el material probatorio  que cada uno utiliza es el mismo 
garantizando el Derecho de Defensa y el debido proceso es el mismo con el 
objetivo de establecer la Responsabilidad del Servidor Público. 
Tanto el objetivo del derecho disciplinario como el del derecho fiscal deben ir 
encaminados a garantizar la eficacia y la dignidad, entre otras cosas, del servicio 
correspondiente, se evalúa la conducta del  servidor público por cuanto no 
solamente responden por la infracción a la Constitución y a las leyes, sino 




Al  respecto vale traer a colación la disposición existente en la derogada Ley 200 
de 1995 según las cuales  en el artículo 30 de la citada ley consagraba en ese 
entonces  como sanción accesoria  la  devolución, la restitución o la reparación, 
según el caso, del bien afectado con la conducta constitutiva de la falta siempre 
que ellas ó se hayan cumplido en el proceso penal cuando la conducta haya 
originado las dos acciones  desde luego el sustento estaba determinado que para 
que la sanción pudiera imponerse se requería que la conducta haya vulnerado el 
patrimonio de la entidad o que con la conducta disciplinable se haya afectado un 
bien. 
 
De lo plasmado, la Contraloría es un organismo técnico y  se evidencia que su 
función no se limita solamente a establecer la Responsabilidad  Fiscal de los 
servidores públicos, porque si la finalidad es el resarcimiento, en la última década 
se evidencia que a comparación con los fallos de responsabilidad fiscal 
ejecutoriados, el resarcimiento es lo mínimo que recupera el Estado. 
La Contraloría además de la protección del patrimonio público y la exactitud de las 
operaciones y de su legalidad,  se ocupa del control de resultados que 
comprende las funciones destinadas a asegurar que los recursos económicos se 
utilicen de manera adecuada para garantizar los fines del Estado. 
 
La Contraloría debe convertirse en el órgano de soporte de la función disciplinaria 
por cuanto en el ejercicio de las auditorias detecta hallazgos que pueden 
configurar una falta disciplinaria y por ende un presunto daño al patrimonio del 
Estado.  Una vez trasladados estos hallazgos debe continuar con su  Política 
Macro del mejoramiento de las actividades, operaciones, resultados y acciones 
relacionadas con el manejo de fondos o bienes del Estado aplicando los sistemas 
de control financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, de revisión de 




2.2.4  Antecedentes históricos del control fiscal 
 
 Desde el segundo viaje de Colón a América, se tiene conocimiento de los 
primeros tipos de control cuando los Reyes Católicos designan un funcionario con 
la misión de vigilar y controlar el manejo de los fondos y bienes de la expedición.  
En 1511 se organiza en Santo Domingo, el Tribunal de la Real Audiencia, cuya 
función era fiscalizar a los virreyes y administrar la justicia y los territorios 
ocupados en América. 
“En 1518, se constituyó el Consejo de Indias, como órgano supremo de 
administración colonial, que ejerció funciones de cuerpo legislativo y máximo 
tribunal de apelación en asuntos contencioso, civil, criminal y administrativo. 
Hacia el siglo XVI, en Colombia se formó la Real Audiencia de Santa Fe de 
Bogotá.  Su objetivo era mejorar la administración y controlar los territorios; la 
función básica consistía en unificar las rentas y derechos de la Corona, hacer 
juicios a empleados que desempeñaban funciones fiscales y asegurar el flujo 
normal de los recaudos para la Corona.”34 
 
En 1604, se crearon los Tribunales de Cuentas que eran algo así como las 
Contralorías Regionales en los Virreinatos, Capitanías y Presidencias. 
Terminado ya el siglo XVII aparecen las Oficinas de Contabilidad las cuales a 
través de la Corte de cuentas consolidan el control fiscal en el mundo. 
En la época de la independencia, los controles entran en crisis puesto que el 
sostenimiento de las tropas requería gran capacidad monetaria.  Esto llevó a 
ciertos funcionarios a atentar contra el Tesoro público para alimentar la causa de 
la independencia. 
 
“Después de  la Batalla de Boyacá se expiden en Angostura la ley Fundamental 
que crea la República de Colombia y con ello se replantea el enfoque del control 
                                            
34 PARADA VAZQUEZ, José Ramón. Derecho Administrativo – Organización y Empleo Público. 
Madrid-. Editorial Marcial Pons, 1988. 
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fiscal.  De esta manera se dicta en octubre 23 de 1819 la “Ley Principal contra los 
Empleados de Hacienda”, que en su artículo primero decía: “El empleado de 
Hacienda Nacional a quien se le justificare sumariamente fraude o malversación 
de los intereses públicos o  resultare alcanzado, se le aplicará irremisiblemente la 
pena de muerte sin necesidad de formar más proceso que los informes de los 
tribunales”.35  Decisión que a su vez fue avalada por Simón Bolívar en su Decreto 
12 de 1824. 
 
Los principios por ellos determinados fueron retomados en la Constitución de 
Cúcuta de 1821 que le da vida a la Gran Colombia.  La ley que desarrolla los 
principios constitucionales fue la expedida el 6 de octubre de 1.821, por la 
Contaduría General de Hacienda, que era el ente fiscalizador del erario público. 
En 1821, la gestión fiscal es elevada a precepto constitucional, por medio de la ley 
6 de octubre del mismo año se crea la contaduría general de hacienda con fines 
fiscalizadores y con facultad para examinar y fenecer las cuentas y ejercer 
jurisdicción coactiva. 
 
Para el año 1824, La Contaduría General de Hacienda es sustituida por un grupo 
de expertos en Hacienda Pública, perdurando hasta el año de 1847 donde fue 
reemplazada por  una Corte de Cuentas con funciones fiscales y miembros 
dependientes del poder Ejecutivo. 
 
En 1850,  con la Ley 20 la Contaduría se transforma en Oficina General de 
Cuentas y en 1857 sus miembros son designados por el Congreso. 
Se restablece la Corte de Cuentas en 1898, integrada por 10 magistrados con un 
periodo de 4 años.  Las leyes 61 de 1905, 19 y 110 (Código Fiscal) de 1912, 36 de 
1918 y 61 de 1921 introducen otras modificaciones al ente fiscalizador. 
 
                                            
35 Ibid;  
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En 1919 se crea el Tribunal  Superior de Cuentas para proteger el buen manejo 
del presupuesto y garantizar el empleo adecuado de los recursos de inversión. 
En 1922 al producirse la crisis bancaria, el Presidente de la República contrata 
una misión de expertos extranjeros liderados por Edwin Walter Kemmerer con el 
objeto de organizar la Hacienda Pública, el sistema monetario, la reorganización 
del estado, la administración de ingresos y aduanas entre otros.  Entonces, se 
crean normas para el sector financiero y diseña organismos de control y vigilancia 
del sector. 
 
En Colombia con la firma del Presidente de la República, Pedro Nel Ospina, su 
ministro del Tesoro, Gabriel Posada y los presidentes del Senado Luís de Greiff y 
de la Cámara, Ignacio Moreno el Gobierno Nacional expidió el 19 de julio de 1923, 
la Ley 42 sobre "Organización de la contabilidad oficial y creación del  
Departamento de Contraloría".  Dicha ley  nace como fruto de las 
recomendaciones hechas por la misión de expertos norteamericanos encabezados 
por Edwin  Walter Kemmerer ya que con la creación de dicho Departamento, éste 
podía establecer los medios para imponer una estricta observancia de las leyes y 
reglamentos administrativos en lo relacionado con el manejo de propiedades y 
fondos públicos.  Los expertos norteamericanos consideraron además que la 
Contraloría podía ejercer gran influencia para asegurar la recaudación de rentas y 
hacer entrar su producto a la Tesorería.  Es importante aclarar que al llegar la 
Misión Kemmerer a Colombia, actuaba la Corte de Cuentas.  
 
El nuevo Departamento de Contraloría comenzó a funcionar el 1 de septiembre de 
1923, año en que entró en vigencia la Ley 42.  El Presidente Ospina nombró como 
primer Contralor General de la República a Eugenio Andrade”21  
 
                                            
21 QUINTERO JIMENEZ, Maritza del Socorro. Proceso de Responsabilidad Fiscal. Imprenta 
Nacional. Primera Edición. 2001. Bogotá D. C. pág. 50. 
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“La Corte de Cuentas, la Dirección General de Contabilidad, la Oficina Nacional de 
Estadística y la Oficina Central de Ordenaciones del Ministerio del Tesoro 
quedaron incorporadas al Departamento de Contraloría.  Todos los empleados, 
libros, constancias, documentos, papeles, mobiliarios y otros objetos 
pertenecientes a dichas oficinas fueron trasladados al Departamento de 
Contraloría.”36 
 
Las labores relacionadas con la revisión y liquidación de cuentas de las oficinas 
recaudadoras o pagadoras, así como todos los empleados dedicados a este 
trabajo en la Tesorería General de la República, en las administraciones de 
Aduanas, Salinas, Correos y Telégrafos, en las Oficinas de Timbre, en las Casas 
de Moneda, y oficinas del gobierno pasaron a depender del Departamento de 
Contraloría, al cual se trasladaron”22. 
 
La Ley 42 de 1923, atribuyó al Departamento de Contraloría facultades como la de 
revisar y contar los elementos de propiedad estatal, lo mismo que las estampillas y 
papel sellado en poder de empleados públicos. Le permitía, además, examinar y 
verificar las entradas y licenciamientos de personal en el Ejército y la Policía. 
 
La Ley 42 de 1923 estableció entre otros aspectos que la Contraloría se organice 
en forma independiente, técnicamente prescindiendo de la influencia política, sin 
inmiscuirse en asuntos administrativos distintos a su propia organización. 
Por medio del Decreto 911 de 1932, la Contraloría es organizada como una oficina 
de contabilidad y control fiscal y se establece la obligatoriedad de rendir cuentas 
ante este organismo sobre el manejo de los bienes y recursos del Estado, siendo 
este reformatorio de la Ley 42 de 1923.  
 
                                            
36 PARADA VAZQUEZ, José Ramón. Derecho Administrativo – Organización y Empleo Público. 
Madrid-. Editorial Marcial Pons, 1988,  pág. 52 




A través del acto legislativo No. 01 de 1945 se da un carácter constitucional al 
Control Fiscal y se habló expresamente de la Contraloría General de la República, 
encargando a la misma de la vigilancia de la gestión fiscal. 
 
El artículo 93 de dicho acto dispuso que el Contralor General de la república fuera 
elegido por la Cámara de Representantes para periodo de dos años, elevándose 
posteriormente el período a cuatro años. 
 
La Ley 151 de 1959, estableció que corresponde a la Contraloría General de la 
República el Control Fiscal sobre las empresas y establecimientos públicos 
descentralizados y de las instituciones y organismos que reciban, manejen o 
inviertan fondos provenientes de impuestos, tasas, contribuciones de carácter 
especiales creadas por la Ley. 
 
Mediante reforma de 1968, a la carta política se establece la presentación de 
candidatos a Contralor ante el Congreso por parte del Consejo de Estado, y se fija 
en cuatro años el periodo del titular del ente fiscalizador.  
 
En 1975, el presidente López Michelsen dictó la Ley 20 de 1975 que extiende el 
control fiscal de la Contraloría a los establecimientos públicos y las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado.  Así mismo, se implanta la carrera 
administrativa y se crea la Escuela de Capacitación para Empleados Públicos. 
“Con la Ley 20 de 1975, se da origen a los controles previo, perceptivo y posterior 
(control numérico legal).  Se amplía la facultad de la Contraloría para fiscalizar a 
los particulares que manejen los bienes y recursos del Estado, y de refrendar los 
contratos de la deuda pública. Por otra parte, se crea la Comisión Legal de 
Cuentas de la Cámara de Representantes, con la función de fenecer o no la 
cuenta General del Presupuesto y del Tesoro”23. 
                                            
23 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Universidad  




El artículo 10, de la citada ley, dispuso que debía adelantarse juicio administrativo 
de cuentas al ordenador que insistiera en la refrendación de gastos no autorizados 
por la ley”24. 
 
Mediante Decreto – Ley 222 de 1983, se mantiene el control posterior en la 
contratación administrativa dando así un auge mayor al control; asunto que queda 
consolidado en la reforma constitucional de 1991. 
 
2.2.5   Proceso de responsabilidad fiscal.  
 
En vigencia de la ley 42 de 1993, el proceso de responsabilidad fiscal contaba con 
dos etapas claramente definidas: investigación y Juicio Fiscal respectivamente, 
adelantadas por dependencias diferentes. 
Con la ley 610 de 2000, el proceso de responsabilidad fiscal se tramita  bajo una 
sola actuación y por una sola dependencia. 
* Naturaleza Jurídica y Definición. El Proceso de Responsabilidad Fiscal es una 
actuación eminentemente administrativa. La ley 610 de 2000, en su artículo 1º, 
define el proceso de responsabilidad fiscal "como el conjunto de actuaciones 
administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y 
establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, 
cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por 
acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado". 
Esta definición y el desarrollo jurisprudencial destacan la esencia administrativa 
del proceso de responsabilidad fiscal y su carácter patrimonial y resarcitorio, y 
dentro del contexto de la gestión fiscal, cuyo ejercicio, como marco de la conducta 
dañina, determina el alcance del estatuto de responsabilidad fiscal30 
                                            
24 IBIDEM. Pág. 130 
30 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente D – 84714, Sentencia SU 620/96. Pág. 10. M.P. 




El Objeto. La misma ley 610 de 2000 en su artículo 4°, señala que la 
responsabilidad fiscal tiene por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados 
al patrimonio público, como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de 
quienes realizan gestión fiscal, mediante el pago de una indemnización pecuniaria 
que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.  
 
De la misma manera, advierte que la responsabilidad fiscal es autónoma e 
independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de 
responsabilidad. 
La norma  reitera el carácter patrimonial y resarcitorio de la acción fiscal, en el 
sentido de que mediante la misma se obtenga la reparación patrimonial efectiva 
que indemnice el daño o deterioro, producido sobre el patrimonio público dentro 
del ámbito de la gestión fiscal.  
 
2.2.6 Principios y características del proceso de responsabilidad fiscal. 
 
El proceso de responsabilidad fiscal se orienta por una serie de principios 
materiales, que devienen del marco constitucional y de los postulados esenciales 
del derecho administrativo, procesal penal y procesal civil. A su vez, existe 
remisión normativa autorizada en el artículo 66 de la ley 610 de 2000 , que impone 
que ante los aspectos no previstos se aplicará en su orden, las disposiciones del 
Código Contencioso Administrativo, del Código de Procedimiento Civil y el Código 
de Procedimiento Penal. 
Lo anterior, de conformidad con los artículos 2o y 4o de la Ley 610, artículos 29 y 
209 de la Constitución Política  y  3o del C. C. A. 
Las características del Proceso de Responsabilidad Fiscal son: Autónoma, de 




Ahora, por tratarse de una actuación administrativa, el proceso de responsabilidad 
fiscal, está sujeto al control judicial de legalidad de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, según prescripción del artículo 59 Ibídem . 
 
El Debido Proceso "Es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los 
interesados que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una 
recta y cumplida decisión sobre sus derechos" 
"Conjunto de circunstancias de la administración que le impone la ley para su 
ordenado funcionamiento y para la validez de sus propias actuaciones"31 
 
Por disposición del artículo 2° de la ley 610 de 2000, el debido proceso se enuncia 
como uno de los principios orientadores de la acción fiscal, en consecuencia en el 
ejercicio de tal acción, deberá ser garantizado de conformidad con el derecho 
fundamental del artículo 29 de la Carta Política, disposición que hizo extensivo el 
debido proceso a las actuaciones administrativas, su inobservancia o la 
comprobada existencia de irregularidades sustanciales será causal de nulidad, al 
tenor del artículo 36 Ibídem. 
Así mismo, la citada norma, impone que  el trámite del proceso se ciña a los 
principios rectores de la función administrativa, establecidos en el artículo 209 
constitucional. 37 
 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en 
todos sus órdenes tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que 
señale la ley. 
                                            
31 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente T - 39776, Sentencia T-459/94. Pág, 4. M.P. Antonio 
Barrera Carbonell. 
37 Constitución Política 1991. ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. 
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Sobre la aplicación de este principio en el proceso de responsabilidad fiscal se ha 
pronunciado: "...En el trámite del proceso en que dicha responsabilidad se deduce 
se deben observar  las garantías sustanciales y procesales que informan el debido 
proceso, debidamente compatibilizadas con la naturaleza propia de las 
actuaciones administrativas, que se rigen por reglas propias de orden 
constitucional y legal, que dependen de variables fundadas en la necesidad de 
satisfacer en forma urgente e inmediata necesidades de interés público o social, 
con observancia de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad (art. 209 C.P.) a través de las actividades 
propias de intervención o de control de la actividad de los particulares o del 
ejercicio de la función y de la actividad de policía o de las que permiten exigir 
responsabilidad a los servidores públicos o a los particulares que desempeñan 
funciones públicas.  
 
En tal virtud, la norma del artículo 29 de la Constitución, es aplicable al proceso de 
responsabilidad fiscal, en cuanto a la observancia de las siguientes garantías 
sustanciales y procesales: legalidad, juez natural o legal (autoridad administrativa 
competente), favorabilidad, presunción de inocencia, derecho de defensa, 
(derecho a ser oído y a intervenir en el proceso directamente o a través de 
abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las 
autoridades con violación del debido proceso, y a interponer recursos contra la 
decisión condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y a no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho"32. 
 
2.3 DIFERENCIAS Y SIMILITUDES DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL Y LA 
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA LEY 734 DE 2002 Y 610 DE 2000 
 
                                            
32 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente  D – 1667, sentencias C-540/97. Pág. 8. M.P. 
Hernando Herrera Vergara  
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El artículo 124 de la Constitución Política, establece que la ley determinará la 
responsabilidad de los  servidores públicos y la manera de hacerla efectiva.  Este 
artículo alberga varios preceptos fundamentales: 
 Ratifica el principio básico de la responsabilidad de todo servidor público 
por sus actos u omisiones. 
 Crea la reserva legal de responsabilidad (por acción, omisión, y por 
extralimitación) 
 La ley podrá configurar diversas clases de responsabilidad oficial: de 
naturaleza política, de carácter patrimonial, de naturaleza penal y 
disciplinaria y responsabilidad fiscal.  A cada una de ellas corresponde 
diversos mecanismos de hacerlas valer, sin que se prohíba hacerlas 
simultáneas e independiente entre sí. 
 
En el derecho colombiano, la regla general es que las responsabilidades sean 
subjetivas, es decir, que tengan en cuenta la conducta del individuo.  Ahora, para 
que alguien sea condenado como responsable independientemente del tipo de 
responsabilidad (penal, civil, disciplinaria, administrativa o fiscal) debe haber 
tenido una conducta dolosa o culposa.  En materia fiscal, se requiere que el sujeto 
incurra en culpa leve, grave o dolo.  La culpa levísima no genera responsabilidad 






TIPO DE ACCION La acción disciplinaria es 
una acción pública 
Es una acción pública que 
contiene un conjunto de 
actuaciones administrativas 
adelantadas por las 
Contralorías con el fin de 
determinar y establecer la 
responsabilidad de los 
servidores públicos y de los 
particulares 
INICIACION Su iniciación podrá 
hacerse: 
Su iniciación procederá: 
a. De oficio 
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a. De oficio 
b. Por información 
proveniente del 
servidor público 
c. Queja de cualquier 
persona 
d. Cualquier otro 
medio siempre y 
cuando admita 
credibilidad 
b. Como consecuencia 
del ejercicio de los 
sistemas de control 
fiscal por parte de las 
Contralorías. 
c. Solicitud de entidades 
vigiladas. 
d. Queja de cualquier 
persona u organización 
ciudadana, en especial 
por las veedurías 
ciudadanas de que 




La acción disciplinaria 
prescribe en el término de 
cinco años transcurridos 
desde la ocurrencia del 
hecho generador del daño 
al patrimonio público, o del 
último de ellos cuando son 
de tracto sucesivo. 
La acción fiscal caducará en 
cinco años transcurridos desde 
la ocurrencia del hecho 
generador del daño al 
patrimonio público, o del último 
cuando son de tracto sucesivo, 
sin haberse proferido auto de 




En cualquier momento en 
que se establezca que el 
hecho atribuido no ha 
existido o que la conducta 
no está prevista como 
falta disciplinaria, o se ha 
demostrado una causal de 
justificación, o que el 
proceso no podía iniciarse 
o proseguirse. 
En cualquier estado de la 
indagación preliminar o del 
proceso de responsabilidad 
fiscal, cuando se establezca 
que la acción fiscal podría 
iniciarse o proseguirse por 
haber operado, la caducidad o 
la prescripción, cuando se 
demuestre que el hecho no 
existió o que no es constitutivo 
de daño patrimonial al estado 
o no comporta el ejercicio de 
gestión fiscal, o se acredite la 
existencia de una causal 
eximente de responsabilidad 
fiscal o aparezca demostrado 
que el daño investigado ha 
sido resarcido totalmente.  Sin 
embargo podrá reabrirse si 
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aparece o se aportan nuevas 
pruebas que acrediten daño 
patrimonial al Estado. 
COMPETENCIA Está determinada por: 
 Calidad del sujeto 
disciplinable 
 Naturaleza del 
hecho 
 Territorio 
 Factor Funcional 
 Factor de 
Conexidad 
Es de aclarar que en el 
proceso disciplinario el 
Procurador General de la 
Nación, en cualquier 
momento de la actuación 
puede asumir el 
conocimiento de una 
investigación en ejercicio 
de su derecho 
preferencial, el mismo que 
gozan los personeros 
municipales en relación 
con los funcionarios de 
este orden. 
Está determinada: 
 Por el territorio 
 Factor funcional 
 Factor de Conexidad 
 
Es de aclarar que el proceso 
de responsabilidad fiscal, el 
Contralor General de la 
Nación, en cualquier momento 
de la actuación puede asumir 
el conocimiento de una 




 El acusado y su 
apoderado 
 El organismo 
disciplinario 
Ni el quejoso, ni el 
informador son parte de 
proceso 
 El acusado y su 
apoderado 
 El organismo 
fiscalizador 
Ni el quejoso, ni el informador 




garantizados los derechos 
del investigado tales 
como: conocer la 
investigación, rendir 
descargos, pedir y aportar 
pruebas, impugnar las 
decisiones, designar 
apoderado, conocer la 
En cualquier estado de la 
indagación preliminar o del 
proceso de responsabilidad 
fiscal, cuando se establezca 
que la acción fiscal podría 
iniciarse o proseguirse por 
haber operado la caducidad o 
la prescripción, cuando se 
demuestre que el hecho no 
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actuación, etc. existió o que no es constitutivo 
de daño patrimonial al estado 
o no comporta el ejerció de 
gestión fiscal, o se acredite la 
existencia de una causal 
eximente de responsabilidad 
fiscal o aparezca demostrado 
que el daño investigado ha 
sido resarcido totalmente.  Sin 
embargo podrá reabrirse si 
aparecen o se aportan nuevas 
pruebas que acrediten daño 
patrimonial al Estado. 
 
PRINCIPIOS DE LA 
ACTUACION 
La actuación procesal está 
regida por los principios 
consagrados en el Art. 
209 de la C.P. y además 
se tendrán en cuenta los 
principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, 
imparcialidad, publicidad y 
contradicción. 
La actuación procesal está 
regida por los principios 
generales del derecho, 
consagrados en el Código 
Contencioso Administrativo, 
procedimiento civil y 
procedimiento penal en cuanto 
sean compatibles con el 
proceso de responsabilidad 
fiscal. 
NOTIFICACIONES Las notificaciones pueden 
ser personalmente, por 
estrado, por edicto o por 
conducta concluyente. 
Las notificaciones se realizan 
conforme los términos del 
Código Contencioso 
Administrativo. 
RECURSOS  Contra las decisiones 
disciplinarias, en los 
casos, términos y 
condiciones establecidos, 
proceden los recursos de 
reposición, apelación y 
queja, los cuales se 
interpondrán por escrito. 
La oportunidad para los 
mismos será dentro de los 
cinco (5) días siguientes, 
contados a partir de la 
última notificación, si esta 
se realizó por estrados la 
impugnación y 
Contra las decisiones del 
funcionario competente, en los 
casos, términos y condiciones 
establecidas y los 
determinados por el Código 
Contencioso Administrativo 
proceden los recursos de 
reposición, apelación y queja. 
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sustentación solo procede 
en el mismo acto. 




cinco (5) días después de 
la última notificación, si 
contra ellas no procede o 
no se interpone recurso. 
Las que decidan los 
recursos quedarán en 
firme el día en que sean 
suscritas por el funcionario 
correspondiente y las que 
se dicten en audiencia al 
finalizar esta. 
Las providencias quedarán 
ejecutoriadas: 
a. Cinco (5) días hábiles 
después de la última 
notificación, cuando no 
se interpongan los 
recursos o no se 
renuncie 
expresamente a ellos. 
b. Cuando contra ellos no 
proceda ningún 
recurso. 
c. Cuando los recursos 
interpuestos se hayan 
decidido. 
 
NULIDADES Son causales de nulidad 
en el proceso disciplinario: 
a. La incompetencia 
del funcionario 
para fallar; 
b. La violación del 
derecho de 
defensa; 
c. La ostensible 
vaguedad o 
ambigüedad de los 
cargos y la 
imprecisión de las 
normas en que se 
fundamentan; 




afecten el debido 
proceso. 
Son causales de nulidad en el 
proceso de responsabilidad  
fiscal: 
a. La falta de 
competencia del 
funcionario para 
conocer y fallar; 
b.  La violación del 
derecho de defensa del 
implicado; 
c. La comprobada 
existencia de 
irregularidades 
sustanciales que afecten 






a. Indagación preliminar 












b. Apertura Proceso de 
Responsabilidad Fiscal 
(Art. 40. Ley 610 de 
2000) 
c. Auto de Imputación de 
Responsabilidad Fiscal. 
(Art. 48 Ley 610 de 
2000)  
d. Fallo con 
responsabilidad Fiscal 
o Fallo sin 
Responsabilidad Fiscal. 
(Art. 53 y 54. Ley 610 
de 2000)  
 
De lo expuesto se deducen algunas semejanzas y diferencias entre el proceso 
disciplinario y el proceso de responsabilidad fiscal, de las cuales se destacan: 
 
a) En relación con la naturaleza jurídica, ambos son de naturaleza 
administrativa, por cuanto, determinan la responsabilidad del 
servidor público investido de función administrativa durante el 
ejercicio de la función pública. 
b) En los dos tipos de procesos se declara responsabilidad 
administrativa, no obstante, en el fiscal dicha responsabilidad es 
también patrimonial, toda vez que, como se dijo, el implicado 
mediante el pago de una indemnización pecuniaria debe resarcir el 
daño causado por la gestión irregular, para compensar en esta 
forma el perjuicio sufrido por la respectiva entidad. 
c) La finalidad en el proceso disciplinario es de carácter      
sancionatorio y tiende a prevenir y garantizar el buen funcionamiento 
de la gestión pública, en tanto que en el proceso fiscal, la 
declaración de responsabilidad tiene una finalidad resarcitoria que 
                                            
37 CODIGO DISCIPLINARIO UNICO. Pág. 351 
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pretende obtener la indemnización por el detrimento patrimonial 
causado  a la entidad estatal. 
 
 
CAPITULO 3 LA REALIDAD ACTUAL EN EL PROCESO DISCIPLINARIO, LEY 
734 DE 2002 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 25 de la ley 734 de 2002, son 
destinatarios de la ley disciplinaria los servidores públicos aunque se encuentren 
retirados del servicio y los particulares contemplados en el artículo 53 del Libro 
Tercero de este código. Los indígenas que administren recursos del Estado serán 
disciplinados conforme a este Código. Para los efectos de esta ley y en 
concordancia con el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, son servidores públicos 
disciplinables, los gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y 
asociaciones que se creen y organicen por el Estado o con su participación 
mayoritaria. 
3.1 ANÁLISIS DE CASO  
 
Como evidencia se toman 3 casos:  
1. Caso del  exlcalde Mayor de Bogotá, Proceso Procuraduría General de la 
Nación No. IUS 2012-447489 IUC D-2013-661-576188: 
 
El 09 de diciembre de 2013 el Procurador General de la Nación, profirió fallo 
sancionatorio en contra del señor Gustavo Petro, en sus condición de Alcalde 
Mayor de Bogotá, D.C. por la comisión de faltas gravísimas realizadas con ocasión 
de los decretos expedidos que reglamentan el cambio de esquema en la 
recolección de basuras de la ciudad de Bogotá, D.C. El fallo fue recurrido por el 
procesado mediante recurso de reposición, único recurso que la Ley 734 de 2002 
le faculta al procesado.  
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En consecuencia, el Procurador General de la Nación confirma el fallo, 
imponiendo como sanción la “destitución del cargo y la inhabilidad general por el 
término de QUINCE años para ejercer funciones públicas.”38 
 
Por lo tanto, el procesado presenta ante el ante el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, acción de tutela, argumentando la presunta violación a sus 
derechos fundamentales del debido proceso, presunción de inocencia y derechos 
políticos. 
 
A su vez, se presentaron distintas acciones de tutela por parte de los ciudadanos 
que votaron por el Alcalde en la elecciones de 2012, solicitando el amparo de sus 
derechos políticos de elegir y ser elegidos, pues consideren que el fallo 
sancionatorio destituyó un funcionario electo por voto popular y por tanto va en 
contravía de los postulados de los tratados internacionales suscritos por Colombia. 
Posteriormente, se ejecutó el fallo sancionatorio y fue apartado de su cargo el 
Alcalde. En uso de derechos, el señor Gustavo Petro, impetró acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, solicitando la revocatoria del fallo sancionatorio, con 
los argumentos expuestos inicialmente. En la actualidad la demanda fue aceptada 
y se encuentra en estudio por el Tribunal. 
A comienzos de abril de 2016 A juicio del magistrado, la Procuraduría desconoció 
principios de imparcialidad y presunción de inocencia y hasta omitió los resultados 
de sus propias investigaciones para sancionar al exalcalde. Para el magistrado 
Gerardo Arenas, está claro que la intención de la Procuraduría, desde que inició la 
investigación contra Gustavo Petro, era demostrar que incurrió una falta 
disciplinaria.  
“Gerardo Arenas el magistrado que proyecta la decisión, dice que: "En lo que 
respecta a la falta imputada al actor (...) es ilegal por violar el principio de libertad 
                                            
38 Fallo Sancionatorio de primera y segunda instancia No. IUS 2012-447489 IUC D-2013-661-
576188, Procuraduría General de la Nación. 2014 
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de empresa, se considera de suma importancia imponer las interpretaciones 
excluyentes entre sí de que ha sido objeto este decreto". "Se violó la garantía 
mínima de imparcialidad" y se "transgredió el principio de presunción de 
inocencia", dijo Gerardo Arenas, para tratar de explicar por qué, a su juicio, la 
Procuraduría no pudo probar por qué el exalcalde Gustavo Petro cambió el 
esquema de recolección de basuras con la firme convicción de quebrantar la ley, 
como lo decía el fallo de destitución.”39 
2. Caso Fabio Alonso Salazar Jaramillo Alcalde de Medellín, Proceso 
Procuraduría General de la Nación.  
 
La Procuraduría General de la Nación profirió fallo sancionatorio en contra del 
señor Fabio Alonso Salazar Jaramillo en su condición de Alcalde de Medellín, 
imponiendo  12 años de inhabilidad para ejercer cargos públicos, por la incursión 
en faltas gravísima, por participación indebida en política. Fallo que fue confirmado 
en la segunda instancia y debidamente ejecutoriado. 
 
En el fallo sancionatorio de primera instancia, la Procuraduría expuso una lista de 
hipótesis que en su criterio constituirían participación en política por funcionarios 
públicos, ampliando sin competencia para hacerlo las prohibiciones definidas en la 
ley y contrariando la jurisprudencia de la Corte Constitucional; con ello se 
articularon unas normas en forma posterior a los hechos para serle aplicadas al 
Alcalde de Medellín en forma irregular: 
 
“La ilegalidad de los actos administrativos se extiende cuando, en el folio 51 
del fallo de primera instancia, pretende hacer una lista de actividades que 
constituyen participación en política, ex post facto. No obstante, aún en estos 
                                            




casos, estaríamos ante un supuesto diverso al que ha dado lugar a la 
motivación fáctica y jurídica del acto administrativo accionado, vemos: 
 
1.- La participación del funcionario en manifestaciones políticas o 
discursos en plazas y sitios públicos con un candidato; 
2.- La referencia expresa, sugestiva o velada a un candidato con la 
finalidad de obtener apoyo para su aspiración, hecha por un 
funcionario, con ocasión de un discurso pronunciado en virtud del 
ejercicio de sus funciones; 
3.- La permisión consentida, auspiciada, promovida o concertada 
por un funcionario, utilizando el escenario oficial, para que un 
candidato intervenga, solicitando de manera expresa o a través de 
manifestaciones sugestivas o veladas obtener apoyo para su causa 
política. 
4.- La divulgación de propaganda electoral por parte del 
funcionario; 
5.- La aparición del funcionario en columnas, entrevistas y medios 
periodísticos, ostentando su investidura para realizar publicidad a 
favor o en contra de un candidato o para solicitar expresamente al 
electorado el apoyo para una causa política, o, insinuándolo, a 
través de manifestaciones sugestivas o veladas. La simple 
expresión de la convicción personal o política del candidato no vicia 
el actuar del servidor; 
6.- La solicitud realizada por empleados públicos, en sitios 





Se constata, sin necesidad de ahondar en este elemento normativo del acto 
administrativo accionado, la delegada se ha tomado la atribución de elaborar 
un alista de conductas que amplía aquellas prohibiciones definidas por el 
legislador, y le ha dado un carácter restringido a una interpretación que, al 
contrario, debe ser generosa en derechos. (…) las reglas que se han 
articulado para la imposición de la sanción disciplinaria son a todas luces 
ilegales, posteriores a los hechos investigados y contienen, sin asomo de 
duda, normas contrarias al ordenamiento jurídico superior, asumiendo el ente 
investigador, una función de la cual carece, a saber, la emisión de una norma 
estatutaria que regule la actividad política de los servidores públicos.”40 
La procuradora en consecuencia formula contra el actor el siguiente cargo: 
“Doctor Alonso Salazar Jaramillo, en su condición de Alcalde Municipal de 
Medellín, deberá usted responder a la Procuraduría General de la Nación por 
haber utilizado su cargo y autoridad, para participar en forma activa, personal 
y voluntaria en pleno rigor de las prohibiciones señaladas en la Ley de 
Garantías, en actividades propias de los partidos y movimientos políticos, y 
por influir en procesos electorales de carácter político partidista, en un período 
electoral en el que se exige la mayor imparcialidad de todos los funcionarios y 
servidores del Estado para garantizar la transparencia del mismo. Hecho éste 
que se concreta al haber realizado comentarios a través de la red social más 
utilizada en internet ‘Twitter’ el día 6 de octubre de 2011, entregar fotografías 
y realizar afirmaciones en medios de comunicación escritos y electrónicos con 
el fin de darle publicidad a una posible comisión de unos hechos delictivos por 
parte de algunos candidatos a cargos de elección popular en las elecciones a 
celebrarse el próximo 30 de octubre de 2011, como los que aparecen 
publicados en el periódico El Colombiano de las ediciones del 7 de octubre de 
                                            
40 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN A. Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 
ARANGUREN. Bogotá, D.C., veintiséis (26) de marzo de dos mil catorce (2014). Radicación 
número: 11001 03 25 000 2013 00117 00 (0263-13). 
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2011 (página 9 A), el 9 de octubre de 2011 (página 7 A) y Elcolombiano.com 
del 23 de octubre de 2011, en los cuales se hacen imputaciones delictivas a 
los señores Luis Carlos Pérez Gutiérrez, candidato a la Alcaldía de Medellín, 
Misael Cadavid, candidato al Concejo de Medellín, Aurelio Antonio Tobón, 
candidato a la Junta Administradora Local de la Comuna 8, Gary Johan Vélez 
Torres, candidato a la Junta Administradora Local de la Comuna 13 y Diego 
Javier Galeano García, candidato a la Junta de Administradora Local de el 
Pinar, así como por la utilización de su cargo para realizar afirmaciones sobre 
la presencia del candidato Luis Carlos Pérez con personas al parecer 
presuntamente vinculadas con hechos delictuosos; todo ello con el fin de 
influir en las actividades de dichos candidatos, de interferir en la contienda 
electoral de perjudicarlos electoralmente, afectando su imagen y poniéndolos 
en contra de la opinión de la comunidad, estando en pleno rigor de las 
prohibiciones señaladas en la Ley de Garantías Electorales contenidas en la 
Ley 996 de 2005.”41 
 
 
En consecuencia, el señor exalcalde presentó demandada de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante el Consejo de Estado. Una vez aceptada y 
surtido todo el proceso, la Sección Segunda decretó la nulidad del fallo, 
argumentando que la Procuraduría no evaluó correctamente las pruebas 
recaudadas, ni estableció un nexo causal entre las pruebas aportadas y el 
sancionado que permitieran inferir con certeza que el señor Alcalde participó 








3. Caso Víctor Virgilio Valle Tapia en su condición de Miembro de la Policía 
Nacional. 
La Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional, profirió fallo 
sancionatorio consistente en destituido e inhabilitado por 10 años, en contra del 
señor Víctor Virgilio Valle Tapia, en su condición agente de Policía, por el 
cometimiento de falta gravísima al apartarse del lugar asignado para prestar sus 
servicios sin aparente causa justificada, calificada a título de dolo. 
 
El procesado hizo uso de todos los recursos que la Ley le otorga y en todos fue 
confirmado el fallo de primera instancia. Por lo tanto, presentó demanda de acción 
nulidad y restablecimiento del derecho, solicitando la nulidad del fallo 
sancionatorio por la violación al debido proceso que lo ampara. El Tribunal profirió 
sentencia a favor del procesado, redujo la sanción argumentando que se debía a 
una falta leve y no a una gravísima. Así mismo, expuso que el fallo había violado 
la ritualidad procesal, por cuanto se realizó como proceso verbal, siendo lo 
correcto realizarlo por procedimiento ordinario, lo que generó serias fallas que 
afectaron las garantías constitucionales del procesado.  
 
A partir del análisis de las evidencias, se puede inferir que existen falencias en la 
aplicación al debido proceso en los fallos proferidos por los diferentes órganos 
competentes para sancionar a los servidores públicos. 
 
En los tres casos se observa que existe una presunta falta en la institución 
procesal de la doble instancia, pues en el caso de los exalcaldes de Bogotá y 
Medellín, la competencia radica en el Procurador General de la Nación, teniendo 
en cuenta la competencia de la calidad del sujeto disciplinable, generando ello que 
no exista una doble instancia. Por lo tanto, el único recurso viable es el de 




En segundo lugar, se presenta que la valoración de la prueba se genera de 
manera subjetiva y no tiene controles externos de legalidad, salvo los presentados 
ante el mismo juez disciplinario. Es decir, no se cuenta con la valoración integral 
de la prueba. 
 
En tercer lugar, la falta de juez natural, competente e imparcial. El Procurador o el 
competente según sea el caso hace de acusador y juzgador al mismo, juega un 
doble papel, permitiendo una contaminación del fallador a las hora de tomar una 
decisión. 
 
En cuarto lugar, la falta de claridad a la hora de proferir el pliego de cargos, lo que 
evidencia que el principio de legalidad con los tipos abiertos del derecho 
disciplinario hace muy subjetiva la tarea de  acusar y permite una prejudicialidad a 
la hora de fallar. 
 
Finalmente, se denota que es la estructura misma del proceso disciplinario que  
impide el acatamiento de los principios consagrados en el debido proceso 




3.2.1   Presentación de la propuesta.  
 
La Propuesta tiene como objetivo ajustar los dos Procesos, tanto el de 
Responsabilidad Fiscal, como el Proceso Disciplinario, a lo contenido en el artículo 
29 constitucional, toda vez que  El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. 
 
Los procedimientos administrativos sancionatorios estaban limitados y guiados por 
el artículo 29 de la Constitución Política que dispone la aplicación a toda clase de 
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actuaciones judiciales y administrativas, del “debido proceso”, en virtud del cual: 
“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio”.42  
 
Ahora bien, dado que en este tipo de actuaciones está involucrado el derecho de 
defensa del investigado, resultó de especial importancia para el legislador la 
reiteración e inclusión expresa del principio de legalidad de las faltas y sanciones, 
de la presunción de inocencia, de la prohibición de hacer más gravosa la situación 
del apelante único y la prohibición de imponer doble sanción, como principios 
propios de desarrollo de las actuaciones sancionatorias, previstos en el numeral 1º 
del artículo 3º de la ley 1437 de 2011, así:  “Artículo 3°. Principios. Todas las 
autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las 
actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios 
consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en 
las leyes especiales. (…)43 
 
En virtud del principio del debido proceso, las actuaciones administrativas se 
adelantarán de conformidad con las normas de procedimiento y competencia 
establecidas en la Constitución y la ley, con plena garantía de los derechos de 
representación, defensa y contradicción. 
 
En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los 
principios de legalidad de las faltas y de las sanciones, de presunción de 
inocencia, de no reformatio in pejus y non bis in ídem. 
 
De estos principios se resalta el principio de legalidad el cual constituye la 
columna vertebral de la actuación administrativa sancionatoria, y comprende para 
                                            
42 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencias C- 259 de 1995, C-506 de 2002, C-160 de 1998, 
C-564 de 2000, C-475 de 2004. 
43 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1437 de 2011.  numeral 1º del artículo 3º 
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los administrados una doble garantía. La primera de carácter “material”, conforme 
a la cual no puede haber infracción ni sanción administrativa sin que la ley las 
determine previamente (lex previa),  por lo tanto, no es posible que faltas y 
sanciones se creen ex post facto, ad hoc o ad personam. Implica también esta 
máxima que debe haber certeza (lex certa) sobre la sanción que se impone en la 
medida en que así esté contemplado como falta en una norma preexistente al 
hecho que se imputa, esto descarta la imposición de sanciones por simple 
analogía44.  
 
En segundo término, la legalidad envuelve una garantía de tipo “formal”, 
indispensable por demás si se tiene en cuenta que la falta administrativa define y 
limita el ámbito de lo lícito, y por otra, la sanción habilita a la administración a 
operar una privación de bienes y derechos sobre el particular al verificarse la 
existencia de la infracción, dicha garantía consiste en que la facultad que 
convalide el ejercicio de la actividad sancionadora, debe atribuirse a través de la 
ley en sentido formal, lo que comúnmente se conoce como reserva de ley45. Dicho 
de otro modo,  no puede cualquier acto administrativo, o norma de carácter inferior 
a la ley dar vida jurídica a la facultad sancionatoria ni instrumentalizar los 
procedimientos administrativos sancionatorios.” 46 
 
                                            
44 Al respecto ver del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección “C”. Sentencia de 22 de octubre de 2009. Radicación No. 05001-23-24-000-1996-
00680-01(20738). También Corte Constitucional sentencias C-948 de 2002, C-917 de 2001, C-616 
de 2002, C-181 de 2002, C-712 de 2002, C897 de 2005, C-507 de 2006, entre muchas otras.  
45 No obstante, en materia administrativa esta garantía, así como todas aquellas que hacen parte 
del derecho al debido proceso, tienen una aplicación más flexible, en atención a las características 
especiales que presenta la Administración Pública, al respecto, la Corte Constitucional en la 
sentencia C-860 de 2006 señaló: “Cuando se trata del derecho administrativo sancionador, el 
principio de legalidad de las sanciones administrativas sólo exige que una norma con fuerza 
material de ley contemple una descripción genérica de las conductas sancionables, las clases y 
cuantía de las sanciones, pero con posibilidad de remitir a los actos administrativos la descripción 
pormenorizada de las conductas reprochables, sin que pueda decirse en este caso que las normas 
de carácter reglamentario complementan los enunciados legales, pues se trata de una remisión 
normativa contemplada específicamente por la disposición legal de carácter sancionador”. 
46 CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero ponente: 
ALVARO NAMEN VARGAS. Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil trece (2013). 





Para que el debido proceso se materialice en los procesos disciplinarios, se deben 
contar con unas herramientas que permitan el cumplimiento de las garantías para 
que se respete el mencionado principio constitucional que, van desde la 
presunción de inocencia, la libertad de armas en materia probatoria, el debido 
derecho a defensa y el principio de favorabilidad así como el imprescindible 
principio del legalidad. Dada la naturaleza sancionadora del proceso disciplinario, 
presenta similitudes con el proceso penal, por lo tanto, en uso del derecho a la 
igual, los sujetos procesales buscan y esperan que se les garanticen sus derechos 
en igualdad de condiciones que en el sistema punitivo colombiano. 
 
La ley disciplinaria está dirigida a regular el debido ejercicio de la función pública y 
a sancionar las consecuencias que genera el incumplimiento de los derechos y 
deberes o el incurrir en  prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades ó conflicto 
de intereses por parte del servidor público o el particular que ejerce funciones 
públicas 
Con la expedición del Código Disciplinario Único o Ley 200 de 1995,  se empezó a 
construir en el país un verdadero Derecho Disciplinario  como rama  autónoma 
pues se había dicho que hacía parte del Derecho Administrativo y otros que hacía 
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